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l. Introducción, 

1. El tema de este Coloquio relativo a la jurisdicción constitucional 
en Iberoamérica debe considerarse como una nueva oportunidad para 
replantear los problemas relativos a los conceptos tradicionales que 
hasta poco tiempo han predominado, con excepción de algunos paises 
latinoamericanos como Colombia, y en 1931 en la Constitución de la 
República Española, en una gran parte de los ordenamientos de nues  
tros países, bajo la influencia del sistema constitucional estadounidense. 

2. En efecto, es un  hecho muy conocido la gran difusión que tuvie- 
ron las instituciones jurídicwpolíticas de los Estados Unidos en los j& 
venes países recien independizados de España, a travks de la obra fun- 
damental de Alexis de Tocqueville, La Democracia en América del 
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Norte, cuya traducción al español por Sánchez de Bustamante circuló 
desde el año de 1837 en nuestros paises1, y en menos escala, también 
por conducto de las ideas de Alexander Hamilton sobre la función del 
poder judicial en la Constitución Federal de 1787, incluidas en E1 Fe- 
deralista-. 

3. Como el brillante estilo literario del ilustre pensador francés se 
adaptaba con mayor facilidad a la comprensión y sensibilidad de los 
juristas latinoamericanos, que la severa forma del norteamericano, fue 
la visión de Tocqueville sobre la facultad de los jueces estadouniden- 
ses para decidir sobre Ia constitucionalidad de las leyes en un proceso 
concreto y con efectos particulares, la que causó una mayor impresi6n 
en los redactores de las nuevas Constituciones que proliferaron a par- 
tir de la independencia de nuestros paises.8 

4. Correspondió a Manuel Crescencio Rej6n, uno de los creadores 
del juicio de amparo~mexicano, el mérito de introducir la jurisdicción 
constitucional en América Latina, en el proyecto de Constitución para 
el Estado de Yucatán de 23 de diciembre de 1840, que fue promulgada 
con ligeras modificaciones el 16 de mayo de 1841, siguiendo muy de 
cerca el modelo estadounidense+. 

5. Debido a la influencia del Derecho público angloamericano, una 
gran parte de los ordenamientos constitucionales de los paises latinoa- 
mericanos, establecieron en forma paulatina la facultad de los jueces 
para conocer y decidir sobre la constitucionalidad de los actos de au- 
toridad, de tal manera que en la actualidad, con la sola excepción 
de Ecuadors, todas las restantes Constituciones de Latinoamérica -to- 
mando en cuenta que varias de ellas están afectadas por las Actas Insti- 
tucionales de los gobiernos militares- regulan, con algunos matices 

1 Cfr. Enrique G O N Z ~  PWRERO, IntvoducciDn a la edición española de la obra 
de Tocqueville, Lo Democracia ni Amhica, trad. de Luis R. Cudlar, Fondo de 
Cultura Económica, Mbxico, 1957, pp. IX-XXXIII. 

2 Cfr. Alexander H ~ 4 ~ a n o N .  El Federalista, trad. de Gustavo R. Velasco. Fondo 
de Cultura Económica, Mhxim, 1957, Capitulas LXXVII-LXXX. 

3 La Democracia en América, traducci6n citada en la nota 1, Capitulo V. "El 
poder judicial en los Estados Unidos y su acci6n sobre la saciedad politica", pp. 
90.97 .. ... 

4 Cfr. Phanor J. Eom, Judicial R ~ i e w  in Latin America, en "Ohio Law Journal", 
otoño de 1960, pp. 570-571: Suprema Corte de Justicia de la Nacibn, Homenaje n 
don Manuel icrescencio Rejón, Mexico, 1960, pp. 111-112. 

EL articulo 165 de la Carta Constitucional de 1945, formalmente en vigor, es- 
tablece: ''S610 al Congrmo corresponde declarar si una ley, decreto, reglamento, 
acuerda, orden, disposición, pacto o tratado público es o no inconstitucional, e 
interpretar la Constituci6n y las leyes de modo generalmente obligatorio; sin per- 
juicio de la atribución que corresponde a la Corte Suprema, en cuanto a la un¡. 
ficación de jurisprudencia obligatoria, conforme a la ley", cfr. Ramiro DE BORJA u 
B o n j ~ ,  Los Constituciones de Ecuador, Madrid, 1951, p. CLXVI, 
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peculiares, la facultad de los tribunales para resolver sobre las cuestiones 
de constitucionalidad. 

6. Sin embargo, debido al ejemplo de ~olombia  y Venezuela, que 
desde fines del siglo anterior y primera decada del presente introduje- 
ron, al lado del sistema estadounidense, la institución peculiar de la 
"acción popular de inconstitucionalidad", que implica la declaración 
general de iuconstitucionalidad de las leyes,' y además, por la influen- 
cia reciente de los tribunales constitucionales establecidos en varios 
países europeos en esta segunda postguerra, según el modelo de la 
Corte Constitucional consagrada en la Carta Fundamental austríaca 
de 19207, se ha iniciado una tendencia dirigida al establecimiento de 
la declaración general de inconstitucionalidad, así como hacia la intro- 
ducción de tribunales constitucionales, en algunos paises de Iberoamé- 
rica. 

7. El propósito de este breve estudio es analizar las ventajas y los 
inconvenientes de esta tendencia reciente, en relación con los princi- 
pios tradicionales de los efectos particulares de resolución de iuconsti- 
tucionalidad, derivados del modelo estadounidense que ha predominado 
hasta nuestros días; así como analizar las posibilidades y la influencia 
de las nuevas corrientes en el futuro de la jurisdicción constitucional 
en Iberoamérica. 

2. Los sistemas americano y austriaco de justicia constitucional 

8. Desde un punto de vista puramente doctrinal, podemos seiialar dos 
categorías de jurisdicción constitucional que han influido, según se 
ha dicho, en los ordenamientos iberoamericanos. 

9. a) En primer lugar, estudiaremos brevemente el sistema que se 
ha calificado como "americano", no sólo por haberse establecido en 
sus principales lineamientos en la Constitución Federal de los Estados 
Unidos de 1787 -aun cuando con antecedentes en la legislación y 
jurisprudencia de las colonias inglesas en Amkricas-, sino también por 
haber servido de modelo en la abrumadora mayoría de los paises ame- 
ricanos, de Argentina a Canadis. 

o Cfr. Héctor Fix-Z~~uoio, La decla~ación genernl de incot~stitucionalidod y el 
juicio de amparo en "Boletin Mexicano de Derecho Comparado", Número 10-11, 
hlCxico, enero-agosto de 1971. pp. 88-90. 

7 Ch.. Hector Frx-ZAMUDIO, Op.  cit., nota anterior. pp. 84-85. 
8 Cfr. Mauro O.PPUETFI, El control judicial de  Ira constitucionalidod de las leyes 

en el Derecho comprodo, trad. de Cipriano G6mez Lara y H&mr FIX-ZAMUDIO, 
Mexico, 1966, pp. 27-33: Id. Judicial Reuiew in the C o n t e m p a r y  TVol-ld, India- 
napalis, Kansas City, Neiv York, 191 ,  pp. 36-41. 

P CEr. Phanor J .  Eowr, Judidol Rrview in Latin Americo, cit., SliP~a nota 4, 
pp. 57.615. 
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10. En principio, este sistema americano de la revisión judicial de 
la constitucionalidad de las leyes podemos caracterizarlo, en forma abs- 
tracta, como la facultad atribuida a todos las jueces para declarar en 
un proceso concreto la inaplicabilidad de las disposiciones legales se- 
cundarias que sean contrarias a la Constitución y con efectos sólo para 
las partes que han intervenido en esa controversia. 

11. Ese principio básico ha sido calificado por el tratadista estado- 
unidense J.A.C. Grant, como una "contribución de las Americas a la 
Ciencia Po1ítica"'o. 

12. Además, si pretendemos presentar una visión esquemática de es- 
te sistema llamado americano, podemos afirmar que sus elementos 
esenciales consisten en el control por órgano judicial difuso 4 s  decir, 
por todos los jueces, sin importar su jerarquía- para resolver las 
cuestiones de constitucionalidad de las ieyes, siempre que la cuestión 
respectiva sea planteada por las partes, y aiin de oficio por el juzgador 
respectivo, en una controversia concreta; lo que incorrectamente se ha 
calificado como "vía de excepción, pero que los procesalistas italianos 
han denominado con mayor tbcnica, como "cuestión prejudiciai"", o 
tambien "incidental", tomando en consideración que el problema de 
inconstitucionalidad debe considerarse un aspecto incidental -proce- 
salmente hablando- de la controversia principal en la cual se plantea. 

13. Un factor muy importante consiste en los efectos de la senten- 
cia que declara la inconstitucionalidad de la ley, y que se traduce en 

S la desaplicación de la propia ley en ese caso concreto, ya que el fallo 
únicamente surte efectos entre las partes en la controversia en la cual 
se planteó o surgió la cuestión de inconstitucionalidad. 

14. La segunda categoria de control podemos calificarla como "aus- 
triaca", si se toma en cuenta que surgió en la Constitución austriaca 
de 1920, debido a la inspiración del ilustre Hans Kelsen'z. 

15. Tambien en forma esquemática podemos caracterizar el sistema 
que hemos denominado austriaco, como la atribución a un órgano es- 
pecifico, llamado Corte o Tribunal Constitucional -cuya naturaleza 
sigue siendo debatida's- para decidir todas las cuestiones relativas a 

l o  El control jurisdiccional de la conrtitucionalidnd de lar leyes, M6xico. 1963, 
CUYO subtitulo es precisamente: "Una contribuci6n de las Americas a la Ciencia 
politica". 

ii Cfr. Mauro CAPPELLETI, La pregiudirilitd constituzionnle nel processo ciuile, 
Milano, 1957, pp. 50-59. 

12 Cfr. Walter Fn i sc~  PHILIPP, La formo en que se plarrnd la "Teoría Pura del 
Derecha de Hans Kelsen en la Jurisdiccidn Consfitucionnl aurt.riacn, creada $wv 61, 
trad. de Elsa Bieler, en "Juridica", Anuario de la Escuela de Derecha de la Univer- 
sidad Iberoamericana", MeUm, julio de 1970, pp. 125-151. 

13 Cfr. Hector FE-Zwuoio, El juez ante la mmo onstitucional, en "Revista 
de la Facultad de D m c h o  de Mexico" Núm. 57, enem-mano de 1965, pp. M)-67. 
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la constitucionalidad de las leyes; cuestiones que no pueden ser cono- 
cidas por los jueces ordinarios, por lo que deben plantearse siempre 
en la vía principal o de acción, por los órganos del Estado afectados 
por el ordenamiento inconstitucional, en la inteligencia de que el fallo 
dictado por el tribunal especializado mentianado, cuando declara la 
inconstitucionalidad, tiene efectos generales o erga omnes-, es decir, 
implica la ineficacia de  la ley respectiva a partir del momento en que 
se publica la decisión de inconstitucionalidad". 

16. En tal virtud, si examinamos en forma abstracta estas dos ca- 
tegorías, descubrimos en cada una de ellas las características contrarias 
de la otra, como lo puso de relieve de manera penetrante el insigne 
procesalista florentino Piero Calamandrei, cuando afirmó que los li- 
neamientos del binomio aparecen de ordinario agrupados según cierta 
necesidad lógica, de modo que el control judicial, es decir, el ameri- 
cano, es necesariamente difuso, incidental, especial y declarativo; y vi- 
ceversa, el que califica como autónomo, es decir, el austriaco, es con- 
centrado, principal, general y  constitutivo.'^ 

17. En la prictica estos elementos aparecen matizados y, si bien el 
predominio de varios de ellos nos permite calificar a un sistema de 
americano o austriaco, no podenios considerarlos en forma pura, en 
virtud de la tendencia hacia su combinación a traves de sistemas mix- 
tos, los que utilizan las ventajas de ambos y eluden los inconvenientes 
de una estructura rígida.16 

18. Sin hacer el intento, que podría dar lugar a una monografía, de 
sefialar los principales supuestos de la mezcla de los sistemas americano 
y austriaco en los diversos sistemas constitucionales contemporineos, 
bastará que señalemos algunos ejemplos, para adquirir la convicción 
de que las corrientes actualcs nos llevan hacia sistemas flexibles de con- 
trol constitucional. 

19. En primer término, es posible señalar la experiencia del juicio 
de amparo mexicano, ya que hasta hace muy poco tiempo se afirmaba 
por la doctrina y la jurisprudencia, que según la Ley de Amparo de 
1935, únicamente podía plantearse la incostitucionalidad de una ley a 
través del amparo por la vía de acción o directa, que es uno de los ele- 

in Cfr. RIauro CAP PELLE^, El conti01 judicial dc la constitucionalidad de lar 
leses, cit.. .sii/i>u notl 8, pp. 63-75. 

16 La ilegitimidad constitucional de los leyes en el proceso civil, en la obra del 
mismo autor "Estudios sobre CI pruccso civil", trad. de Santiago Sentis Melendo, 
Buenos Aires, 1967, p. 33 Sobre estos contrastes vease tambiin el estudio del propio 
Hans KELSLN, Judicial Review of Legirlation. A Comporative Study of the Atistrian 
ond the American Constitution, en "The JournaI of Politics", 1942, pp. 183-200. 

18 Cfr. Mauro CAPPEUEITI, El contml judicial de la constitucionalidad de las 
leycs, cit., suprn nota 8, pp. 34-48: Hc'ctor FIX-Z\~voio, Veinticinco años de evolu- 
cidti de la justicia constitucional (1940-1965). México, 1968, pp. 9-18, 
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mentos del sistema austriaco, y s610 ante los tribunales federales, ne- 
giindose a los jueces locales la facultad de desaplicar las leyes incons 
titucionales en los procesos concretos -control difus*, a travks de lo 
que se calific6 de "monopolio del poder judicial federal"; pero a la 
categoría del control americano, pertenecen los elementos relativos a 
la ausencia de un tribunal especifico de inconstitucionalidad y a los efec- 
tos particulares de la sentencia de amparo que declare la inconstitucio- 
nalidad;'" y, por otra parte, la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia reconocid en años recientes, la posibilidad de plantear la in- 
constitucionalidad en la vía incidental, a través del amparo promovido 
contra las resoluciones judiciales, cuando en las mismas se aplicase una 
ley considerada como inconstitucionalidad, de acuerdo con lo establecido 
por el artículo 133 de la Constitución Federal, inspirado en el artículo 
VI de la Constitucibn de los Estados Unidos.l8 

20. Inclusive en los Estados Unidos, cuna de la categoria "america- 
na", resulta mis aparente que real el principio de los efectos particu- 
lares del fallo que declara la inconrtitucionalidad de ordenamientos 
legales, si tomamos en cuenta la instituu6n del stare decisis, que pue- 
de traducirse libremente como "obligatoriedad de los precedentes", con 
lo cual se quiere significar que todo fa110 judicial es obligatorio, aun 
siendo aislado, para todos los jueces de la misma categoría y a los 
inferiores;'9 al cual debemos agregar el prestigio moral de la Corte 
Suprema Federal, cuyos fallos de inconstitucionalidad son cumplimen- 
tados por todas las autoridades y particulares, de modo que práctica. 
mente tienen efectos de carácter general.20 

21. Desde el punto de vista opuesto, podemos señalar el ejemplo sig- 
niticativo de la justicia constitucional italiana consignada en la Cons- 
tituci6n repubiicana que entró en vigor el primero de enero de 194SZ1 

17 Cfr. Hkctor FIX-ZAMUDIO, La declarocidn general de inconrtitucionalidod y el 
juicio & amparo, cit., supra nota 6, pp. 74-75. 

18 Dicho articulo 133 de la Constitución Federal, dispone: Esta Constitución, las 
leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que esten 
de acuerdo mn la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la Re- 
pública con aprobaci6n del Senado, serBn la ley suprema de toda la Unión. Los jueces 
de cada Estado se arreglarán a dicha Constituci6n. leyes y tratados, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Es- 
tados". 

1s Sobre el principio del "stare dmisis" del derecho angloamericano, cfr. Julio 
Cumo R~IA, El "common law". Su cstnicfura. Su enrefianza, Buenos Aires, 1957, pp. 
121-143. 

20 Cfr. Mauro C ~ P P E L L ~ ,  El mntrol judicial de la constitucionalidad, cit., supro 
nota 8, pp. 67-68. 

21 Ch: entre otros, Mauro C W P U L ~ ,  Lo justicia constitucional m Italia, trad. 
de Hector FIX-ZAMUDIO, en "Boletin del Instituto de Derecho Comparado de M6xico", 
Núm. 37, enero- abril de 19-54?. pp. 41-47; Aldo M. SANDULLI, La Giurtizia Comtituzio- 
nale in Italia, sobretira de la revista "Giunsprudenza Constituzionales': Milano, 1961. 
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p particularmente a partir de 1936, cuando inició sus funciones la Corte 
Constitucional, ya que no obstante haberse inspirado en el sistema 
austriaco, además de la acción dinecta de inconstitucionalidad, que pue- 
den plantear el Gobierno de la República y los de las regiones aut& 
nomas, respectivamente, contra las leyes nacionales y locales que estimen 
contrarias a la Ley Suprema,zQe ha establecido una via incidental o 
prejudicial. 

22. En efecto, sólo en un proceso concreto puede plantearse por las 
partes, el Ministerio Público, o de oficio por el juez, la cuestión de 
inconstitucionalidad, que si se estima pertinente y no se declara mani- 
fiestamente infundada por el mismo juez de la causa, este último po- 
see la facultad de elevar esa cuestión a la Corte Constitucional,23 por 
conducto de lo que debe considerarse como una vía indirecta, ya que 
sólo por medio de la autoridad judicial ordinaria, la citada Corte Cons- 
titucional puede avocarse a la cuestión de constitucionalidad, que una 
vez en sus manos se desvincula -aun cuando no de forma absoluta- 
del proceso coucret0,~4 ya que la propia Corte especializada conoce 
sólo del citado problema de constitucionalidad y si declara que las dis- 
posiciones impugnadas son contrarias a la ley Suprema, los efectos son 
de caricter pneral, en virtud de que, a partir de la publicación del 
fallo, las propias disposiciones pierden su efi~acia.2~ 
23. Podemos señalar también como ejemplos de esta combinación a 

los ordenamientos latinoamericanos, en los que no obstante que las 
cuestiones de inconstitucionalidad son resueltas por un tribunal ordina- 
rio, así sea el de mayor jerarquía, como lo es la Suprema Corte de 
Justicia, o el tribunal supremo respectivo, y no por un tribunal consti- 
tucional especializado de acuerdo con el modelo austriaco, sin embargo, 
los fallos de incostitucionalidad de las disposiciones legales poseen 

2% Crf. Piero CArAhr*~nníi ,  Corte Coiirtilucio?iol y nutoridad ju<licial, en la obra 
del mismo autor cit., rupra nota 15, p. 128: Francisco Rusin LLORIVTE, La Corte 
Constitucional Italiana, en "Revista de  la Facultad de Derecho': Núm. 31, Caracas, 
1965, pp. 229-232. 

2 3  Piero CALAMANDREI observó agudamente que el juez ordinario es el iinico que 
esta facultado para abrir o cerran el camino de la cuestión de inconstitucionalidad 
que ha surgido en el proceso concreto mespandiente.  ya que a dicho jun le m- 
rresponde en forma exclusiva decidir sobre la relevancia y procedencia de la propia 
cuestión, Corte Constitucional y outoridod judicial, cit., nota anterior, pp. 164.163. 

i r  Sobre la au tonwia  de la cuestión incidental de inconstitucionalidad. c i r .  Mauro 
C n p p ~ ~ r r n i ,  Lo pregiudirialitd constituiionnle, cit., supra nota 11, pp. 50-70. 

a s  El articulo 136 de  la Constitución italiana dispone: "Cuando la Corte declare 
la inmnstitucionalidad de una disposición legal o de un acto con fuerza de ley, la 
norma cesar6 de  tener eficacia a partir del dia siguiente de la publicación de la 
decisión", y a su vez, la parte relativa del articulo 30 de  la Ley reglamentaria, niimero 
87 de 1953, determina: "Las n m a s  dedandas inconstitucionales no pueden ser 
aplicadas a partir del día siguiente a la publicación de  la decisión". 
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efectos generales, y no particulares, según el sistema akcricano, como 
ocurre en Colombia, Venezuela, El Salvador, Panamá, Costa Rica y en 
algunas provincias argentinas. 

24. En la misma dirección se encuentra el sistema de justicia cons- 
titucional establecido por la Constitución republicana española de 9 
de diciembre de 1931, en cuyos artículos 121 y 122 se introdujo un or- 
ganismo judicial especializado, según el modelo austriaco, denominado 
Tribunal de Garantías Constitucionales, entre cuyas facultades se encon- 
traba la de conocer del llamado recurso de incostitucionalidad a traves 
del cual el citado Tribunal podía decidir si un ordenamiento legal 
ordinario se encontraba o no de acuerdo a dicha Ley Fundamental, 
pero con la peculiaridad, que examinaremos posteriormente con mayor 
amplitud, de que los efectos de los fallos respectivos, tenían carácter 
general, es decir, erga omnes, cuando la violación respectiva se refería 
al procedimiento legislativo correspondiente; pero si la declaración de 
inconstitucionalidad se apoyaba en una contradicción de carácter mate- 
rial, los efectos eran exclusivamente particulares, es decir, sólo se re- 
ferían al caso concreto del recurso respectivo, esto último según el 
sistema americano, de manera que se trataba de un sistema intermedio.*O 

111: La situacidn en Iberoamérica. 

25. Procuraremos proporcionar una visión panorámica de la situación 
que guardan los ordenamientos de Iberoamérica en relación con los dos 
sistemas de justicia constitucional que hemos examinado, sin preten- 
der una explicación completa o detallada, que requeriría de un verda- 
dero tratado. 

26. A) Ya habíamos mencionado que una gran parte de los ordena- 
mientos latinoamericanos, se apegan al modelo estadounidense, en cuan- 
to predomina, con algunos matices, la impugnación de las leyes incons- 
titucionales ante los tribunales ordinarios, así sean los más elevados, y 
con efecto exclusivamente particulares al caso concreto a resolver, que 
se atribuyen a la sentencia respectiva. 

27. a) En primer término podemos señalar que varios ordenamientos, 
entre ellos el mexicano, han atribuido al juicio, acción o recurso de 
amparo la función, entre otras, de la impugnación de las leyes que se 
estiman contrarias a la Constitución, a traves de la figura que se cali- 
fica como "amparo contra leyes". 

28. Así, en el Derecho mexicano, el juicio de amparo es el único 

2a Cfr. Niceto ALCALA-ZAMORA Y CASTILLO, Significado y funciones del T~ibunal  
de,Garantiar Constitucionales, en su obra "Ensayos de Derecho Procesal Civil, Penal 
y Constitucional", Buenos Airm. 1944, pp. 512-520, Joaquin Tomás VILLARROYA, El 
recurso de inconstitucionolidod en el &echo español (1931-193% "Revista del Insti- 
tuto de Cicncias Sociales", Barcelona, 1968, pp. 11-52. 
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instrumento por conducto del cual se puede impugnar un ordenamiento 
legal que se considera contrario a las disposiciones de la Constitución 
~ e d e r i l ,  ya sea directamente, es decir, combatiendo la expedición y 
promulgación de los preceptos legales respectivos, que se atribuyen en 
la esfera federal al Congreso de la Unión y al Presidente de la Repú- 
blica, y en la local, a la legislatura y al Gobernador respectivos, así 
como, en su caso, la aplicación de tales preceptos; o bien de manera 
indirecta, a través de la impugnación de la sentencia judicial en la cual 
se hubiese aplicado un ordenamiento que se estime contrario a la Ley 
Suprema, vías que hemos calificado conio "acción" y "recurso" de iu- 
constitucionalidad, respectivamente.?' 

29. En ambas hipótesis, o sea, cuando se atacan los preceptos que 
se estiman inconstitucionales, o cuando se combate la sentencia que apli- 
ca una ley contraria a la Carta Fundamental, y en todo caso sólo por 
la persona directamente afectada,-8 los efectos de la sentencia de los 
jueces federales que conceden el amparo, son sólo de carácter particu- 
lar entre las partes que hubiesen intervenido en el juicio de amparo 
correspondiente, debido al principio tradicional que se ha calificado 
como "formula Otero", ya que fue redactado por este distinguido ju- 
rista y político mexicano, uno de los creadores de nuestra institución, 
en el documento llamado "Acta de Rebrmas" de 1847,2Y y que prohibe 
expresamente la declaración general de inconstitucionalidad.SO 

30. El ordenamiento guatemalteco, ron independencia de otros Tupues- 
tos en los cuales se pueden impugnar las leyes inconstitucionales, tam- 
bien atribuye al juicio de amparo la función de servir de intrumento 
para combatirlas, confiriendo a la sentencia respectiva únicamente efec- 
tos particulares entre las partes. 

31. El articulo primero, fracción 20., de la Ley guatemalteca de Am- 
paro, Habeas Corpus y de Constitucionalidad, de 3 de mayo de 1966, 
dispone que toda persona tiene derecho a recurrir al amparo para que 

27 Cfr. Héctor FIX-ZAMUDIO, El juicio de arnf>aTO, México, 19G4, pp. 175-180. 
?S Ch.. Ignacio BoncoA. El juicio de amparo, l la .  Ed., Mexico, 1977, pp. 229.243, 
29 Dicho articulo 23, disponía: "Los Tribunales de la Fedcraciún ampararán a 

cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservaci6n de los derechos 
que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, mntra todo ataque de 
los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federaciún, ya de los Estados: limi- 
tándose dichos tribunales a impartir su protecci6n en el caso particular sobre que 
veme el proceso sin hncer ninguna declaración general res9ecto de  In ley o del 
acto que lo motivare". 

30 La parte relativa del articulo 76 de la Ley de Ampara, establece: "Las sen- 
tencias que se pronuncien en las juicios de amparo s61o se ocuparán de las individuas 
particulares o de las pemnas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen soli- 
citado, limitándose a ampararlas y protegerlos, si proccdiere, en el caso especial 
sobre que verse la demanda, sin hacer uno declaración general respecto de la ley 
o acto que la rnotiuore". 
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se declare en casos concretos, que una ley, un reglamento o una reso- 
lución o acto de autoridad no obliga al recurrente por contravenir o 
restringir cualesquiera de los derechos garantizados por la Constitución 
de la Repiiblica o reconocidos por cualesquiera otra l e ~ . ~ l  

32. Respecto del sistema guatemalteco, debe aclararse que además del 
amparo contra leyes, dirigido en forma preferente a la proteccibn de los 
derechos fundamentales, también se regula el recurso de inconstitu- 
cionalidad de las disposiciones legislativas en casos concretos, de acuer- 
do con el principio de que la Constitución prevalece sobre cualquier ley 
o tratado intemacional,B* cuestión que debe plantearse ante los tribuna- 
les ordinarios con motivo de un proceso concreto, y por supuesto, la 
sentencia que declare la inconstitucionalidad: "se limitara a declarar 
que el precepto legal es inapicable al caso planteadoV.sa 

33. También siguiendo el ejemplo del derecho mexicano, los orde- 
namiento~ constitucionales y leyes reglamentarias correspondientes, de 
Honduras y Nicaragua, confieren al juicio de amparo la impugnación 
de las leyes inconstitucionales por la persona directamente afectada y 
con efectos particulares al caso concreto. 

34. Asi lo disponen las disposiciones relativas de la Carta Fundamental 
de Honduras de 1965, y de la Ley de Amparo de 14 de abril de 1936, 
con reformas de 30 de octubre de 1967;s' así como las de la Constitu- 
ción y Ley de Amparo de Nicaragua de 25 de octubre de 1974.33 

si Cir. Mario A c u m  -u, Pmteccidn proeral de 10s dereclios humanos, Sép- 
timo Congreso Juridico Guatemaltem. Quezaltango, septiembre de 1972, pp. 11-12: 
Id., Dcrecho pl.ocesal civil, tomo 1. Guatemala, 1973, tomo 1, p p  133-154. 

a= Esta instituci6n esta regulada por los artkulos 77, 172 y 246 de la Constituci6n 
de 1965 y 96 a 104 de la Ley de Amparo, Habeos Corpur y de Gnstitucionalidad, 
de 3 de mayo de 1966. cfr. Mario A G U ~  GODOY, Protección procesal de los derechos 
humanos, cit. nota anterior, pp. 16-18. 

Sr El articulo 103 de la referida Ley de Amparo de Guatemala, dispone: "El tri- 
bunal ante el cual se plante6 la inconstitucionalidad, deberá considerarla en forma 
separada de las demds cuestiones controvertidas y no podra dejar de pronunciarse 
sobre ella. La sentencia que declare la inconstitucionalidad se limitará a declarar 
que el precepto legal es inaplicable al caso planteado y será transmita al Cangreso, 
sin perjucio de las otras declaraciones relativas al mismo caso. El Ministerio Pllblico 
quedará obligado a interponer el recuno de apelaci6n, o, en su caso, el de casa- 
ci6n, contra la sentencia que declare la inmnstitucionalidad': 

84 La parte relativa del articulo 58 de la referida Constituci6n de Honduras de 3 
de junio de 1965, establece: "Bta Constituciún reconoce el derecbo de amparo y 
la garantia de exhibicih personal o habeas mrpus. En consecuencia, toda persona 
agraviada, o cualquiera otra en nombre de esta, tiene derecho: lo A interponer el 
recurso de amparo: a) Para que se Ic mantenga o restituya en el g a a  de los dere- 
chos y garantias que la Constitucih establece; y b) Para que se declare en casos 
concreta que una ley o resolución o acto de autoridad no obliga al recurrente, por 
contravenir o restringir, cualquiera de loa derechas garantizados por la Constitu. 
ci6n. . ." 

a5 Por otra pare, el a r t l ~ l o  23 de la atada Ley de Amparo de 1974, parece 
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35. Los ordenamientos que siguen mis de cerca el sistema norteame- 
ricano de revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes, son 
los de Argentina y Brasil, si se toma en consideración que, desde un  
punto de vista general, el recurso extraordinario de constitucionalidad 
que existe en ambos paises, sólo procede contra las resoluciones judicia- 
les de los tribunales locales y los de carácter federal, cuando deciden 
sobre la constitucionalidad de una ley o sobre la oposición entre un 
ordenamiento local y otro de carácter nacional, es decir, únicamente 
en el supuesto de la existencia de un "caso federal", ya que de no  
presentarse esta hipótesis, los fallos judiciales respectivos deben consi. 
derarse firmes.56 

36. Por lo que se refiere a Argentina, el recurso extraordinario de 
incoustitucionalidad eatá regulado por los articulas 100 y 101 de la 
Constitución Nacional, y reglamentado por la Ley 48 de 1863 y en 
la actualidad también por los artículos 256 a 258 del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación de 1967. Este es definido por la doctrina 
como "una apelación excepcional que tiene por objeto el mantenimien- 
to de la supremacía constitucional, y cuyo conocimiento corresponde a 
la Suprema Corte de la Nación, en los terminos del articulo 101 consti- 
tucional, por virtud de su jurisdicción de apelación".a7 

37. La situaci6n es similar en el instrumento de apelaci6n del Derecho 
brasileño, que inclusive recibe el mismo nombre del argentino, y esti 
regulado por el articulo 119, fracción 111, de la Constitución Federal 
de 1967, reformada en 1969, y tambien procede cuando se presenta un 

inclinarse por la declaración general, no obstante la tradición del amparo en el 
ordenamiento nicaragüense. En efecto, dicho precepto dispone: "Las sentencias que 
se pronuncien en asuntos de amparo s610 se referirán a los individuos particulares 
o a las personas juridicas que lo hubiesen solicitado, limitindose, si procediese, a 
ampararlos y en el caro especial controvertido: pero cuando el omparo 
fuese interpuesto contm una ley, decreto o trotodo, lo sentencia hard &claran'dn 
general respecto & h misma". Sin embargo, la parte relativa del artimlo 24 del 
mismo ordenamiento legal, mtahlece que. "...Cuando el amparo se dirija contrn uno 
ley, decmto o t.ratigdo, renrguydndolo5 de  incunrtitticionoles. la suntenci<i que o c o g ~  
el aniparo, d e b e d  declanir la inaplicnbilidad de lo ley o decreto o la involider del 
tratado". Confrontando estos dos preceptos se observa una contradicción, as< sea 
aparente. Como no conocemos estudios doctrinales sobre este nuevo ordenamiento 
es difícil proporcionar una opinión fundada sobre este problema, si bien para los 
ordenamientos anteriores puede consultarse el minucioso estudio del jurista español 
Jesús GONZ~LIZ PÉW, El ~ I I C C S O  & nmpmo en Mdxico y e n  Nimragua, ni "Revista 
de Administración Priblica", Madrid, mayo-agosto de 1954, pp. 297.321. 

Para el mncepto de "caro federal", en el régimen constitucional atadounidense, 
entre otras, Bernard S C H W ~ ,  LOS podrres del gobierno, C o m m t a ~ o  sobre In 
Conrtitucidn de hs Estadar Unidos, tomo 1. Poderes fcdernler y estntdes, trad. de 
Jos6 Juan Olloqui Labastida, Mbxico, 19%. pp. 490-497. 

37 Cfr. Esteban IMAZ y Ricardo E. REY, El ~ECUTSO extraordinario, 2a. Ed. actua- 
lizada por Ricardo E. Rey y Lino Enrique Palacio, Buenoa Aires, 1962, pp. 13-16. 



problema de contradicción entre una ley local o federal con la Carta 
Fundamental, ordenamiento federal o tratado internacional, correspon- 
diendo su decisión final al Supremo Tribunal Federal.a8 

38. Otra institución procesal muy similar a las de Argentina y Bra- 
sil, pero con la diferencia de que se refiere a un sistema unitario y no 
federal, es el llamado recurso de inaplicabilidad establecido por el ar- 
ticulo 86 de Constitución chilena de 1925, que tambih implica la facul- 
tad de la Corte Suprema para decidir en última instancia sobre las cues- 
tiones de inconstitucionalidad de las leyes.88 

59. En los tres casos mencionados, se sigue el sistema americano, en 
cuanto las cuestiones de inconstitucionalidad pueden plantearse ante 
todos los tribunales, sin importar su jerarquía, es decir, a travis de un 
sistema difuso; la cuestión respectiva debe resolverse en forma incidental 
y prejudicial por el juez de la causa; y en Última instancia se decide, a 
travks de los diversos medios de impugnación, que culminan con el 
recurso extraordinario o de inaplicabilidad, por' la Corte o Tribunal 
Supremo, pero sólo con efectos particulares para las partes que han 
intervenido en la controversia, lo que se traduce en la desaplicación 
de las disposiciones legales que se estiman contrarias a la Carta Fun- 
damental. 

40. Con ciertos matices peculiares, se aplica el mismo sistema ameri- 
cano en los restantes ordenamientos latinoamericanos, inclusive en aque- 
llos, que como veremos más adelante han adoptado, además la declara- 
ción general de inconstitucionalidad, ya que la desaplicación y la citada 
declaración general no son incompatibles y pueden funcionar en forma 
paralela en un mismo sistema constitucional. 

41. Sólo en el régimen constitucional de Ecuador no se ha llegado 
a consagrar la facultad de los tribunales judiciales para resolver sobre 
las cuestiones de inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas, 
pues ni las Cartas Fundamentales de 1967 y 1946, vigentes con anterio- 
ridad, y la que se considera en vigor en la actualidad - c o n  las limita- 
ciones que implica la existencia de un gobierno militar- promulgada 
por primera vez el 6 de mayo de 1945, facultaban a los jueces para desa- 
plicar las disposiciones legales que estimen contrarias a la Carta Fun- 
damental y el Último ordenamiento citado, en sus artículos 159 y 160, 
otorgan al llamado Tribunal de Garantías Constitucionales, la atribución 
muy limitada de ordenar la suspensión de una ley que estime inconstitu- 
cional, a petición de un juez o tribunal de Última instancia, pero el 
Congreso es el único facultado para decidir definitivamente sobre la 

38 Cfr. entre otros, Luis Pmro F u r n ~ m ,  Curso de Direito constitucional, 32. Ed., 
Sáo Paulo, 1974, tomo 11, pp. 378-379, 383-385. 

3s Cfr. Alejandm SUVA B~scuRd~,  Tratado de Derecho cmtituckmal,  tomo 111. 
Santiago, 1963, pp. 432-445. 
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referida inconstitucionalidad, en los terminos categóricos del artículo 
165 de dicha Ley Fundamental.40 

42. Los ordenamientos constitucionales de Perú se han mostrado re- 
nuentes a otorgar a los tribunales la atribucidn de decidir sobre las 
cuestiones de inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas, si se 
toma en cuenta que la vigente Carta Fundamental de 1933, -con las 
modificaciones introducidas por el actual gobierno militar'l- dispone 
en su articulo 133, que corresponde al Congreso examinar las infraccio- 
nes de la Constitución y disponer lo  conveniente para hacer efectiva la 
responsabilidad de los infractores. 

43. Sin embargo, debido a que la doctrina peruana propugnó por 
una verdadera justicia constitucional, el articulo 80. de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de 25 de julio de 1963, consagró claramente la revi- 
sión judicial de las disposicioues legales contrarias a la Constitución, 
estableciendo en su parte conducente que: "Cuando los jueces o tri- 
bunales, al conocer de cualquier clase de juicios, encuentran que hay 
incompatibilidad entre una disposición constitucional y una legal  pre- 
ferirán la primera.. 

44. B) Un segundo sector de ordenamientos constitiicionales de Ibe- 
roamérica, consagran, al lado de los efectos particulares, la declaración 
general de inconstitucionalidad de las leyes, con diversos matices que 
procuraremos señalar en forma sintética. 

45. a) La primera modalidad, y que podemos calificar como la mis 
importante, debido a su reciente influencia en varios paises del Con- 
tinente, es la llamada acción popular de inconstitucionalidad, originada, 
como se ha mencionado anteriormente, en los ordenamientos constitu- 
cionales de Colombia y Venezuela. 
46. Por lo que se refiere a Colombia, el jurista estadounidense J. A. 

C. Grant, señala que desde 1850 cualquier ciudadano podía solicitar a 
la Corte Suprema la nulidad de una ordenanza p r o ~ i n c i a l , ~ ~  y poste- 
riormente, en el texto original de la Constitución de 1886, se estableció 
que la misma Corte Suprema debía pronunciarse con efectos generales 
sobre las objeciones de inconstitucionalidad de los proyectos de ley que 
le fueren sometidas por el Ejecutivo y, finalmente, en la reforma de 
dicha Carta Fundamental por el acto legislativo número 3 de 1,910, 

40 Vease supra, nota 5. 
a i  Cfr. Domingo G.u.6 Bmúlvo~ ,  Desarrollo constitucional @mano (1966-1975). 

"Gaceta Informativa de Legislaci6n y Jurisprudencia", Núm. 17, México, enero-abril 
de 1976, pp. 123-165. 

4% Cfr. Héctor Frx ZAMUDI~, Veinticinco niios de evolucih de la justicia consti- 
tucional, cit., suprn nota 16, pp. 40-41. 

48 Ef control ~urirdiccionnl de la constitucionalidod de las leyes, cit., supro nota 
10, pp. 78-79. 



se introdujo en forma clara la acción popular de inconstitucionalidad 
en el articulo 214 de la citada Constitución.44 

47. Dicho precepto fue reglamentado por la Ley 96 de 1986, que 
acoge esta impugnación de una manera muy amplia, habiendose inter- 
pretado de manera liberal por la misma Corte Suprema, la que admitió 
que los extranjeros residentes podían intentar esta acción de inconstitu- 
cionalidad, la cual, según la doctrina, ha tenido efectos beneficos en la 
práctica.'" 

48. En 1945, el acto legislativo número uno, dividió el control consti- 
tucional que ejercía únicamente la Corte Suprema, y confirió la facultad 
de conocer sobre la constitucionalidad de los decretos dictados por el 
Ejecutivo, al Consejo de Estado, restaurado en 1914 según el modelo 
frances de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo.'B 

49. La reforma constitucional de 1968, amplib las facultades de la 
Corte Suprema, pues además del conocimiento de los proyectos legisla- 
tivos objetados por el Ejecutivo, y de la acción popular de inconstitu- 
cionalidad, que algunos tratadistas han calificado como acción popular 
de inexiquibilidad,'T que fue extendida para comprender los decretos 
dictados por el gobierno en ejercicio de las atribuciones de que tratan 
los artículos 76, ordinales 11 y 12 y 80, de la Constitución Nacional 
-relativos a autorizaciones para celebrar contratos, negociar empr&s- 
titos, así como respecto de facultades temporales de carácter extraordi- 
nario; y sobre planes y programas de desarrollo econ6mico4~:  dicha 
reforma introdujo un procedimiento de reuisiOn automdtica, de la cons- 
titucionalidad de los decretos expedidos por el gobierno en los t6rminos 
de los artículos 121 y 122 de la misma Carta Fundamental, sobre estado 

44 Cfr Tairne SANiN GREIFFENSTEN. Lo defensa iudiciol de la Constitución. Boeotá 
~ ~. . ~ .  . u 

1971, pp. im-109. 
4s Sobre d alcance de la acci6n popular de inwnstitucionalidad en Colombia, 

cfr. Alvaro COPETE L D A ~ L D E ,  Lecciones de Derecho constitucional, 3a. Ed. Bo- 
gotá. 1960, pp. 228-229: Francisco de Paula PÉm,  Derecho constitucional colombiano, 
Bogotá, 5a. Ed., 1962. pp. 449 y as.; J.A.C. GRANT, E s t d i o  compurati~o de los 
sirtemns de mntrol dc h cmtiluciomlidod & lnr leyes, en "Revista de la b e l a  
Nacional de Jurisprudencia", Núm 32, Mexico, octubre-diciembre Ce 1946, pp. 75 y 
ss: Leopoldo UPR~MY, Vcrfossungsgerichtsbarkeit in Kolumbie, (La justicia w n s -  
titucional constitucional en Colombia), en el volumen wlectivo "Verfasungsgerichts- 
barkeit in der Gegenwart" (La jurisdicci6n mnstitu"onal en la actualidad), K6ln- 
Berlín, 1962, pp. 372-374; Jaime S**iN Gnen~wm, La &tensa judicial, cit., nota 
anterior. oo 129-204. Luis Carlos SÁnírc.6.. Constitucionalirmo colombiano. 3a. Ed.. 
~0~pota,'i6is, pp. 108.110. 

*a Cfr. Carlos R ~ s n i ~ p o  PIWEIHITA, Notas sobre bn Corte Constitucional, se- 
parata de la "Revista de la C4rnara de Comercia de Bogota", s.f.. pp. 12-13. 

47 Cfr. Jaime SAN~N G ~ E N S I E I N ,  La defensa judidlll. cit., 511pa, nota 44, pp. 
1ZQ . , .-- , -. 

rs  Cfr. Jaime S w i ~  G~e~~awsrem, Lo dcfmsa judicial, cit., supm nota 44, pp. 
142-145. 
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de sitio o estado de emergencia económica, que deben ser enviados por el 
mismo gobierno a la Corte Suprema de Justicia, al día siguiente de su 
expedición, para que decida definitivamente sobre su constitucionalidad, 
y en caso de no hacerlo, la misma Corte conocerá de oficio.4s 

50. Un aspecto muy importante de la reforma constitucional de 1968, 
sobre la cual volveremos al tratar de los tribunales constitucionales, se 
refiere a la creación de una Sala Constitucional en la Corte Suprema, 
que elabora los dictámenes sobre las cuestiones de inconstitucionalidad 
plariteadas ante la propia Corte y que se turnan al Pleno de la misma 
para su resolución definitiva, de acuerdo con la parte relativa del citado 
articulo 124 constitucional, en su texto vigente, y las disposiciones del 
decreto extraordinario número 432 de 1969.50 

51. La misma institución de la acción popular de inconstitucionali- 
dad, con los efectos generales de la sentencia respectiva, surgió en Ve- 
nez~tela en la Constitución de 1858, ordinal So., pero sólo en relación 
con las leyes locales, y se fue perfeccionando hasta que se consolidó, 
inclusive respecto de las leyes nacionales, en la Constitución de 1893, ar- 
tículos 17 y 110, ordinal 8 0 . ~ ~  

52. En la Canstitución Federal vigente, de 23 de enero de 1961, esta 
acción de inconstitucionalidad está plenamente reconocida, ya que el 
articulo 215, en sus ordinales 30. y 40., establecen que corresponde a 
la Corte Suprema de Justicia, declarar la nulidad total o parcial de las 
leyes nacionales y demás actos de los cuerpos legislativos que sean con- 
trarios a la Constitución, y declarar la nulidad total o parcial de las 
leyes locales, de las ordenanzas municipales y demás actos de los cuerpos 
deliberantes de las Entidades Federativas y de los Municipios, que con- 
tradigan a ta Ley Suprema. 

53. Descubrimos este instrumento procesal en el ordenamiento cons- 
titucional de Panamá, que lo introdtijo en el artículo 188 de la Carta 
Fundamental de 2 de enero de 1941," y se reiteró en los artículos 167 

4 9  Cfr. S A N ~ N  GREITFENSTEIN, O@. ult. cit., pp. 159-176. 
so Cfr. Carlos R m m  PIEDRAHITA, h'otm (üob~e la Colte C~n~tilu~ionnl, cit., 

rupra nota 46, pp. 22-23. 
51 Cfr. Ernesto WOLF, T~olado de Derecho constitucional ueneiolano, tomo 11, 

Caracas, 1945, pp. 167 y SS. 
E Cfr. Humberto J. LA ROCHE, InstitucYOne.~ constitu~ionole~ del Estado Vetie- 

:olano, 6a. Ed., illaraaibo, Venezuela, 1976, pp. 128-129: José Guilierrno A ~ o u r u  
AcvÑ*, La jurisdicción cmsfitucionol en el Derecho venezolana, 2a. Ed., Camas, 
1974, pp. 45-54; sin embargo se observan restricciones al ejercicio de la acción 
popular en la reciente Ley Orginica de la Suprema Corte de Justicia de 90 de 
julio de 1976, especialmente el articulo 112 de dicho ordenamiento que suprime 
la acción popular pues dispone que s61o el afectado puede interponerla, dr .  David 
MORALES BELLO, Anibn Dernom&ica y lo Ley O~gdnica de la Supremo Corte de 
Justicia, Caracas, 1976, pp. 77-78. 

63 La parte relativa del referido articulo 188 de la Constituci6n de 1941, dirpo- 
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de la Carta Constitucional de lo. de marzo de 1946, y 188 de la vigente 
Ley Suprema de 11 de octubre de 1972, reglamentados por la Ley sobre 
Recursos Constitucionales y de Garantía, de 24 de octubre de 1956.6' 

54. La acción popular de inconstitucionalidad tambikn fue introdu- 
cida en la Constitución salvadoreña de 1950, en su artículo 96," que 
tambikn se reproduce en el precepto del mismo número de la Carta 
Fundamental vigente, promulgada el 8 de enero de 1962, y que se regla- 
menta por la Ley de Procedimientos Constitucionales de 14 de enero 
de L960, artículos 60. al 1LS6 

55. El articulo 90. de la Constitución de la provincia argentina del 
Chaco, atribuye efectos generales a las resoluciones del Superior Tri- 

nia: A la Corte Suprema de Justicia se le confia la guarda de la integridad de la 
Constitución. En consecuencia, le corresponde decidir definitivamente sobre la cons- 
titucionalidad de las leyes, decretos, ordenanzas y rffoluciones denunciadas ante 
ella como inconstitucionales por cualquier ciudadano, con audiencia del Procurador 
General de la Nación.. . Las decisiones dictadas por la Corte Suprema de Justicia 
en ejercicio de las facultades que este artículo le confiere, son finales, definitivas 
y obligatorias y deben ser publicadas en la "Gaceta Oficial". Sobre el alcance de 
este precepto, cfr. J. D. Moscm, El Derecho conrtitucionol panameño, Panamá, 1943, 
pp. 461-465; Carlos B O ~ V A R  PPDRESCHI, El pensamiento constitucional del doctor 
Macote, Panami, 1959, pp. 159-161. 

64 Ambos preceptos, 167 de la Carta de 1946 y 188 de la vigente de 1972, san 
similares, y en la parte conducente, de la fracnón 1 del Último de los preceptos 
mencionados, se dispone: "La Corte Suprema de Justicia tendrá, además de sus 
atribuciones constitucionales y legales, las siguientes: 1, La guarda de la integridad 
de la Constitución, para lo cual la h t e  en pleno conocerá y decidira, con audiencia 
del Pronirador General de la Nación o del Procurador de la Administración, sobrc 
la inconstitucionalidad de las leyes. decretos, acuerdos, resoluciones y demás actos 
que por razones de fondo o de forma impugna ante ella cualquin penona.. . Las 
decisiones de la Corte en ejercicio de 1% atribuciones señaladas en este artículo 
son finales, definitivas, obligatorias y deben publicarse en la Gaceta Oficial". Res- 
pecto de la Canstitución de 1946, la doctrina es abundante en esta materia, y 
podemos citar a Victor M. GoYTI*, Las Constitucimes de Panamd, Madrid, 1954, 
pp. 762-763; Carlos BOL~VAR PWRESCHI, El Fnsamiento constitucion~l, cit., nota 
anterior, pp. 161-162; Id. Jurisprudencia constitucional, Panamá, 1967, pp. 17 y ss; 
Id. El control de la consliiuciotralidad en Panatnd, en "Anuario de Derecho", Pa- 
namffi, 1963-1965, pp. 113-125: Jorge F ~ R E G A  P. El doctol. Eusebio Morales y el 
control de al constitucimolidad, Panamá, 1965, pp. 10 y ss. Sección de Investigación 
Jurídica de la Universidad de Panami, Jurisprudencia mnstitucionol, tomo 1, Pa- 
namá, 1967. pp. 15 y s. 

55 Dicho articulo 96 preceptúa: "La Corte Suprema de Justicia será el único tri- 
bunal competente para declarar la inconstitucionalidad de las leyes, decretos y re- 
glamentos, en su forma y contenido, de un modo general y obligatorio y podrd 
hacerla a petici6n de cualquier ciudadano". 

56 El texto de esta ley puede consultarse en el "Boletin del Instituto de Derecho 
Comparado de México", Núm. 40, enero-abril d e  1961, pp. 111-126, esp. 112.115. 
Cfr. Carlos BOVE TICAS, El recurso de inconstitucionalidad, San Salvador, agosto de 
967 (te& doctoral mimeografiada). 
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bunal de Justicia local, cuando declaren la inconstitucionalidad de una 
ley, decreto, ordenanza o disposición, lo que produce la nulidad, que 
dicho artículo califica de caducidad, de los preceptos impugnados, en la 
parte afectada por la citada declaración.57 

56. La doctrina, con apoyo en el diverso articulo 170, fracción 1, de la 
misma Carta Fundamental, señala la existeilcia de una acción popular 
para combatir las leyes inconstitucional es.^^ 

57. b) Un segundo sector de ordenamientos constitucionales consagra 
la declaración general de inconstitucionalidad, pero no reconoce una 
verdadera acción popular, en cuanto exige que la impugnación se inter- 
ponga por el directamente afectado por las disposiciones legales com- 
batidas, o bien, se requiere la existencia de un grupo de reclamantes 
o de asesores. 

58. En esta dirección podemos mencionar el llamado recurso de in- 
constitucionalidad, regulado por los articulos 962 a 969 del Código 
de Procedimientos Civiles de Costa Rica, de 25 de enero de 1933, refor- 
mado el 23 de diciembre de 1937, de acuerdo con los cuales se puede 
plantear una cuestión de constitucionalidad ante los jueces ordinarios 
y en un proceso concreto, que en última instancia es resuelto por la 
Corte Suprema, cuya sentencia de inconstitucionalidad posee efectos ge- 
irerales.58 

59. En forma similar es posible destacar los ordenamientos constitii- 
cionales de varias provincias argentinas, entre ellos, lo dispuesto por los 
artículos 30 y 126, fracción 1, inciso c) , de las Constituciones de Neu- 
qu6n y Santiago del Estero, promulgadas, respectivamente, el 28 de no- 
viembre de 1957 y 2 de julio de 1939 -la segunda reformada el 7 de 
agosto de 1960-, preceptos que establecen la facultad de los Tribunales 

5 7  El referido articulo 90 constitucional, dispone: "Toda ley, decreto, ordenanza 
o disposición contraria a la ley suprema de  la nación o a cstir Constitucidn 
son de ningiin valor y l a  jueces deberán declararlos inconsritucionales a 
requerimientos de las partes. La inconrtitun'onalidad declarada $m el Suprerno 
Tribunal de Jvsticio produce la niducidad de la ley, decreto, ordenanizo o disposi- 
cid" en la p a ~ t t  afecta& Por aquella declomción"; precepto que debe relacionarse 
con el diverso articulo 170, fracci6n 1. de la misma Ley Fundamental, de amerdo 
con el cual: El Superior Tribunal de Justicia, tiene en lo judicial, las siguientes 
atribuciones, con arreglo a las normas legales respectivas: 1. Ejerce jurisdicción 
originaria y exclusiva en los siguientes casos: a) en la dernnndrv de inconstitucio- 
nnlidad de leyes, decretos, odenanzas, reglamentos o resolución que se promueven 
directamente en vias de acción " cfr. Segundo V. L i n a r ~  Quintana, Derecho coiir- 
titucionol de los nueve$ l>.rovincias, Bucnos Aires, 1962, pp. 96 y 1m. 

58 Ck. Armando O. SU-VA, Accidn de inconstitucionalidad, Resistencia, Chaco, 
Argentina. 1962, pp. 66-87. 

5 8  Aun cuando en sentido estricto no se establece una acción popular, ya que 
la denuncia de inconstitucionalidad sólo puede surgir en un proceso concreto, cn 
forma similar al sistema italiano, cfr. Roberto ALFARO VALVERDE, RFCUTSO de 
ampi~o,  San José, 1959, p. 39 (tesis mimeografiada). 



Superiores relativos, para declarar la nulidad con efectos generales 
(caducidad), de las disposiciones legislativas impugnadas ante ellos por 
los afectados.eo 

60. Un sistema intermedio lo descubrimos en el artículo 138 de la 
Constitución de la provincia argentina de Rio Negro, de acuerdo con 
el cual, cuando el Tribunal Superior declare por tercera vez la incons- 
titucionalidad de una norma legislativa, el mismo Tribunal puede sus- 
pender su vigencia, y por lo tanto, la citada disposición ya no puede 
aplicarse en cuanto es publicada la resolución respectiva.al 

61. En la República de Cuba la acción de inconstitucionalidad fue 
objeto de una paulatina evolución, que msulta conveniente señalar, ya 
que destaca la tendencia hacia la ampliación de los efectos de la sen- 
tencia de inconstitucioualidad, tomando en cuenta que a partir de la 
Ley de 17 de marzo de 1922, después de dos sentencias de inconstitucio- 
nalidad dictadas por el Tribunal Supremo, el órgano de quien emanó 
la disposición, debía derogarla: y posteriormente, las Leyes constitncio- 
nales de 3 de febrero de 1934 y 11 de julio de 1935, determinaron que 
una sentencia del Tribunal Supremo producía efectos derogatorios de la 
disposición legislativa declarada inconstitucional.'z 

62. Esta evolución culminó en la Constitución de 26 de julio de 1940, 
en la cual se estableció un Tribunal de Garantías Constitucionales y 
Sociales, que se integraba como una Sala especializada del Tribunal 
Supremo, formada por el Presidente de dicho Tribunal y cuando menos 
por quince magistrados (articulo 172). 

6 0  EL articulo 30 mencionado en primer término, establece: "Toda ley, orde- 
nanza, decreto u orden contrarios a esta Constituci6n. no tienen ningiin valor y 
los jueces deben declararlos inconstitucionales. Lo inconstituciaalidad declarada por 
el Tvibunal S u w i o r  & Justicia, en ejercicio de su jurirdiccih wiginorin, P o -  
duce la cnducidad & la ley, ardrnanm, decreto y orden en la parte afectada por 
aquello declaración". A su vez, el articulo 126, fracci6n 1, inciso a, de la Carta 
de Santiago del Estero, dispone: "En materia judicial, el Tribunal Superior de 
Justicia tiene las siguientes atribuciones, de conformidad con las normas que 
establezcan las normas de la materia: 1, Ejercerá jurisdicción originaria y exclu- 
siva en los siguientes casos:. .. c) en las gestiones acerca de la constitucionalidad 
de las leyes, decretos, ordenanzas, reroluciones o reglamentos que estatuyan en 
materia regida por esta Constitución y que se promuevan directamente ante el 
mismo por la via de occidn. La declorm'dn de inconst i tu~aal idad p~oducird la 
caducicbd & lo ley, resolución, demcto, ordoianui o reglamento, en la parte 
afectado ;por la deelmoeidn . . .". 

81 De acuerdo con el articulo mencionado: "Cuando el Tribunal Superior de- 
clare por tercera w r  la inconstitucionalidad de una norma materia de litigio. 
contenida en una ley, decreto, resolución, ordenanza o reglamento, originado en 
cualquier jurisdicci6n, el  mismo Tribunal Superior, en rcrolucidn expresa dictada 
par separodo, podrd declarar surpcndido la vigencia & 10 norma inconstitucional, 
que dcja?ti de ser obligatmia a partir d e  la $ublicacidn de dicho resolucidn". 

e2 CXr. Eloy G. M r n i ~ o  B ü m ,  El rcnrrso de inconstitucionolidod y su juns- 
prudencia, La Habana, 1938, pp. 18 y si. 
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63. De acuerdo con el articulo 182, inciso a), de la propia Ley Fun- 
damental, el citado Tribunal tenia facultad para conocer de los "recur- 
sos de inconstitucionalidad contra las leyes", que podían ser interpues- 
tos no sólo por los afectados, sino por veinticinco ciudadanos, en su 
calidad de tales (articulo 194 inciso b), y los efectos de las decisiones 
que declarasen la inconstitucionalidad eran de carácter general, es decir, 
determinaban la derogación de las disposiciones impugnadas.63 

64. Este mismo sistema fue incorporado, en teoria, en los ~rticiilos 150, 
160, 161, 172 y 173 de la Ley Fundamental de 1959, promulgada por 
el Gobierno encabezado por Fidel Castro, con posterioridad al triunfo 
de la revolución que terminó con la dictadura de Fulgencio B a t i ~ t a , ~ ~  
pero además de que no tuvo aplicación práctica, fue sustituido por el 
sistema socialista de los tribunales populares, en la reforma constitu- 
cional de 13 de junio de 1973;e5 evolución que culminó con la pro- 
mulgación de la Constitución socialista de 24 de febrero de 1976, en 
la cual, según el modelo sovibtico, se sustituye el sistema de la revisión 
judicial por el del control legislativo, en cuanto el articulo 70, inciso 
f), de la misma Ley Fundamental, confiere a la Asamblea Nacional de 
Poder Popular, la atribución de decidir acerca de la constitucionalidad 
de las leyes, decretos-leyes, decretos y demás disposiciones de carácter 
general, asi como también respecto de aquellos actos del poder público 
emanados de órganos locales.86 

65. De paso podemos mencionar, si bien volveremos sobre el tema 
al analizar a los tribunales constitucionales, que según los articulas 284, 
párrafo 40., de la Constitución Guatemalteca de 15 de septiembre de 
1965, y 107, párrafo 40., de la Ley de Amparo, Habeas Corpus y 
de Constitucionalidad, de 3 de mayo de 1966, cualquier persona o enti- 
dad a quien afecte directamente la inconstitucionalidad de la ley o dis- 
posición gubernativa impugnada, puede acudir ante la llamada Corte de 
Constitucionalidad, para interponer el recurso de inconstitucionalidad, 
con el auxilio de diez abogados en ejercicio, en la inteligencia de que 
la declaración respectiva tiene efectos genera le^.^' 

66. Para complementar el panorama de la impugnación de las leyes 

63 Cfr. Juan CLEMENTE ZAMOM, La defensa de la Consfilucih en lo legis- 
hciUn cubana, en "Revista Mexicana de Derecho Público", hféxica, octubre-di- 
ciembre de 1946, pp. 123 y ss. 

e4 Cfr. Emilio MENÉNDEZ, El Poder Judiciol y la Conrlilucid>i, en ''Compara- 
tive Juridical Review", vol. 2. Gxal Gables, Florida, 1962, pp. 77 y ss. 

8 5  Cfr. Reinaldo CHALBAUD ZERPA, El Poder Judin'ol en Cuba, en "Anuario", 
Núm. 5, de la Facultad de Derecho de la Universidad de Los Andes, Mérida, 
Venezuela, 1974, pp. 138 y ss. 

66 Cfr. Reinaldo CHNMUD ZUIPA. El nuevo ~Ulema ~ m t i t u ~ i o n o l  sociolista 
cubano, Merida, Venezuela. 1976, pp 59-61. 

87 Cfr. Mario A c u m  Gomu, Proleccidn pocesol de los derecho* humanos, 
cit., suprn nota SI, p. 22. 



inconstitucionales en Iberoamerica, debemos recordar que la Constitu- 
ción Republicana española de 1931, introdujo un recurso de inconsti- 
tucionalidad ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, en la in- 
teligencia de que la sentencia respectiva, tenia efectos generales si esti- 
maba que se habia infringido el procedimiento legislativo, y particulares 
para las partes en el asunto concreto en el cual se planteaba la cuestión, 
en el supuesto de que la contradicción fuese de carácter material. 

67. Con motivo del triunfo de Francisco Franco, se derogó la citada 
Constitución, y no fue sino hasta la Ley Orgánica del Estado, promul- 
gada el 10 de enero de 1967 por el gobierno franquista, cuando se intentó 
la introducción de un sistema de justicia constitucional, que puede 
calificarse de pintoresco en el mejor de los casos, ya que estableció el 
llamado recurso de contrafuero, en sus articulos 59 a 66, el cual no era 
otra cosa que un instrumento de control de constitucionalidad de las 
leyes o de disposiciones generales de Gobierno, que vulnerasen: "los 
Principios del Movimiento Nacional o las demás leyes fundamentales 
del Reino". Estos preceptos fundamentales fueron reglamentados por la 
Ley número 8 de 5 de abril de 1968.68 

68. Durante la vigencia formal de las citadas disposiciones, la doc- 
trina española formuló severas criticas al sistema mencionado, por esti- 
mar que asumía naturaleza política y se caracterizaba por su dispersión 
orgánica, pues no obstante su regulaCi6n alambicada, en tíltima instan- 
cia la inconstitucionalidad debía resolverse por el jefe del Estado, o sea, 
en esencia por el mismo &gano que habia intervenido en la expedición 
directa o indirecta de las disposiciones  impugnada^.^^ 

69. Tenemos la esperanza que en la Constitución que debe dictarse 
por las Cortes electas democráticamente en las elecciones de 1977, se 
restablezca o se perfeccione un verdadero sistema de justicia constitu- 
cional adecuado para la nueva realidad politico-jurídico e~pañola.'~ 

70. Finalmente, la Constitución democrática portuguesa de 2 de abril 
de 1976, configura un sistema de justicia constitucional también de ca- 
cácter mixto, pues al lado del modelo americano consagrado por el 

68 El texto de esta ley puede consultarse en "Revista Iberoamericana de De- 
recho I'racesal", Madrid, 1968, pp. 339-348. Para todo lo relativo al recurso de 
mntqafuero, dr. D i e p  SEVELA ANDRÉs, L<I defensa de la Constituódn en lo Ley 
Orgrinica esfiañola, en "Revista de Estudios Politicos", Madrid, enero-mano de 
1967, pp. 294-302. 

SS Cfr. José ALMAGRO N ~ T E ,  Proteccidn procesal de los derechos humanos en 
España, en "Revista de Derecho Procesal Iberoamericana", Madrid, 1973, pp. 19-21. 

?o En la Enmerta sobre justicia constitucional, publicada en el "Boletfn del 
Ilustre Colegio de Abogados de Maddd", Madrid 1971, aparecen varias opiniones 
de distinguidos juristas espawles. en las cuales se advierte la tendencia de supe 
rar la situación provocada por el  citado "recurso de mntrafuero", a través de una 
verdadera y propia juiisdicción constitucional, tal como existió en la Constitución 
republicana de 1931. 
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articulo 207 de dicha Ley Fundamental, que confiere a los tribunales 
ordinarios la fact~ltad de resolver sobre las cuestiones de inconstitucio- 
nalidad de las disposiciones legislativas, con efectos particiilares para 
el caso concreto en el cual se hubiese planteado la cuestión, que en 
ciertos casos culmina con un recurso ante un órgano especifico deno- 
minado Comisión Constitucional; también establece un sistema de 
declaración general, con caracteres peculiares.7' 

71. En efecto, en el citado ordenamiento constitucional se creó un 
organismo de control denominado Consejo de la Revolución, que entre 
otras facultades, posee la de decidir sobre cuestiones de incons~ituciona- 
lidad con efectos generales. 

72. El sistema portugués es bastante complejo pero en forma suscinta 
puede describirse de la siguiente manera: el órgano esencial de control 
constitucional, que como hemos diclio, se denomina Consejo de la Revo- 
luciún,72 y que en cierto modo, salvo su integración predominante 
militar, recuerda al Consejo Constitucional francés, aun cuando el 
primero, ademis de la función de control preventivo de la constitucie 
nalidad, característica esencial del segundo,'3 posee facultades muclio 
más amplias, si se toma en cuenta, que el citado control preventivo 
se efectúa a petición del Presidente de la República, o de oficio, a fin 
de que pueda proiiuciarse sobre los proyectos de ley de la Asamblea 
de la República, y en el supuesto de que el citado Consejo los con- 
sidere contrarios a la Ley Suprema, el mismo Presidente debe ejercer 
el veto suspensivo, con el objeto de que la Asamblea mencionada con- 
sidere nuevamente el proyecto, con voto calificado de dos tercios de 
los diputados presentes. 

73. Tambien corresponde al Consejo de la Revolución formular re- 

7 1  Cfr. Faustino GUTIÉRREZ ALVIZ Y ARMARW, La justicia, seg-zin lo Conrtitu- 
ción portuguesa de 2 de abril de 19í6, en "Revista de Derecho Procesal Ibero- 
americana", Madrid, 1976, pp. 575-581. 

7 2  En citado Consejo de  la Revolucibn este integrado por el Presidente de la 
República: el Jefe y el Vicejefe del W a d o  Mayor de las Fumas Amadas; los 
Jefes de Estado Mayor de  las tres ramas dc  las Fuerzas Amadas; el  Primer Mi- 
nistro, cuando sea militar; catorce oficiales, siendo oido el Ejército, trcs de las 
Fuerzas Aéreas y tres de las Amadas, daignados por las ramas respectivas de 
dichas fuerzas: dr. Faustino GUTI~RW ALVIZ, La Justicia, segun la Constitución 
portug.uesa; cit. nota anterior, p. 578. 

73 Entre la abundante h ib l iopf ia  sobre el Consejo Constitucional h.anc&, cita- 
remos s61o algunos estudios como los de Louis F ~ v o a ~ n ,  Le Conseil Constitulion- 
nel rigulateur de f'activitd no~rnotive des pouvoirs publics, en "Revue de  Droit 
Public et de la Science Politique en Fnnce et  a l'etranger", Paris, enero-febrero 
dc 1967. pp. 113-120; Salo E ~ c a ,  El aontrol judicial posterior y examen político 
p r ~ v i o  en 10 F~ancia de la f m ~ t p e r r a ,  en "Revista Juridica Interamericana", Nue- 
va Orleáns, 1964, pp. 73-92; James E. BEWSLEY, The Constitutionnl Council ond 
Conrtitvtionnl Liberties in France, en "The .kmerican Journal o€ Comparative 
Laiv", veraiio <Ic 19i2, pp. 431.452 
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comendaciones a la Asamblea de la República, cuando en su concepto 
esta incurra en omisidn de las medidas legislativas necesarias para desa- 
rrollar y ejecutar las normas constitucionales, así como decidir obliga- 
toriamente sobre la constitucionalidad de las disposiciones legislativas 
ya en vigor, cuando hubiese sido requerido para ello por el Presidente 
de la Repúbiica, o por el Presidente de la Asamblea, el Primer Minis- 
no, el Proveedor o Ministro de Justicia; el Procurador General de la 
República, o la Asamblea de las Regiones Autó~ornas .~~  

74. Finalmente el aludido Consejo puede declarar con fuerza obli- 
gatoria general, la inconstitucionalidad de una norma cuando el órgano 
tecnico que le está adscrito, denominado Comisión Constitucional, la 
hubiese considerado inconstitucional en tres casos concretos, o en uno 
solo si se trata de inconstitucionalidad orgánica o formal. 

75. Por lo que respecta a la referida Comisión Constitucional, inte- 
grada en su mayor parte por jueces y juristas, conjuntamente con al- 
gunos ciudadanos, todos ellos designados por cuatro años con garantías 
de imparaalidad e inamovilidad,~j puede tambien intervenir en la 
función de justicia constitucional, en cuanto le corresponde formular 
dictámentes sobre de las cuestiones que le someta el Consejo de la Revo- 
lución, según se ha visto; pero también puede decidir, asi sea con 
efectos particulares, respecto del recurso de última instancia que pueden 
interponer los afectados y obligatoriamente, el Ministerio Público, cuan- 
do los tribunales dejen de aplicar disposiciones contenidas en leyes, 
decretos leyes, reglamentos, decretos regionales o disposiciones simila- 
res, apoyándose en su inconstitucionalidad; en la inteligencia de que 
dichas decisiones de la Comisión Constitucional s610 adquieren efectos 
generales, cuando así lo decida el Consejo de la Revolución en los 
términos señalados en el número anterior de este trabajo.76 

?r Cfr. Fautino G u r d ~ n ~ z - A r m ,  Lo justicia, seglln lo Conrtitución portuguesa, 
cit., supra nota 72, p. 579. 

7 5  De acuerdo con el articulo 283 del citado ordenamiento fundamental, la 
Comisi6n Constitucional se integra por un miembro del Consejo de la Revolu- 
a6n,  designado por este, como Presidente y mn voto de calidad; cuatro jueces, 
una designado por el Tribunal Suprwo de Justicia y los restantes por el Con- 
sejo Superior de la Magistratura, dos de los cuales deberán ser jueces de los 
Tribunales de Apelacih y dos de los Tribunales de Primera Instancia; cuatro 
ciudadanas de monocidos mbritos. designados uno por el Presidente de la Repú- 
blica, otro por la Asamblea de la República y los restantes por el Consejo de la 
Revoluá6n. de los cuales una de ellos deber6 ser jurista de comprobada m- 
petencia. 

76 Cfr. Faustino Gun&mz Arvu, Lo justicia, se@ la Constitucidn portu- 
guesa, cit.. suprn nota 72, pp. 580581. 
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IV. Ventajas e inconvenientes de la declaración general 

76. Al reiterar nuestra afirmación de que, en la prtictica los sistemas 
americano y austriaco se encuentran combinados y que la declaración 
general de inconstitucionalidad puede presentarse en ambos sistemas, 
también podemos sostener que el estudio de los problemas derivados de 
dicha declaración general, se han planteado con motivo del estableci- 
miento de los tribunales constitucionales, inspirados en el modelo aus- 
triaco. 

77. En efecto, con motivo de la creación de los tribunales constitu- 
cionales especializados según el ejemplo de la Constitución aiistriaca 
de 1920, reformada en 1929, la doctrina, especialmente en Italia y en 
Aleinania, conienzó a interrogarse sobre la naturaleza de los citados 
órganos de justicia constitucional, así como en relación con la de los 
efectos generales de sus resoluciones declaratorias de inconstituciona- 
lidad. 

78. Se Iian elaborado en los últimos años un número sorprendente de 
libros, artículos y monografias sobre esta apasionante materia,"? en los 
cuales se refleja la preocupación sobre la necesidad de perfeccionar 
un sistema que permita lo que el ilustre Jellinek veía como una sim- 
simple aspiración a principios de este siglo, es decir, la existencia de un 
orden juridico constitucional inviolabike." 

79. En particular debe señalarse que algunos tratadistas alemanes, 
apoyándose en los argumentos sostenidos por Carl Schmitt durante la 
vigencia de la Constitución de la República de Weimar de 1919,7s han 
expresado en esta segunda postguerra el temor de que las facultades 
otorgadas a los jueces constitucionales pudieran conducir hacia un go- 
bierno judicial, o inclusive, provocar la dictadura de los jneces.80 

80. Lo cierto es que, como resultado de un apasionado debate, el 
sector mayoritario de los jurisconsultos germano-italianos, que como 
hemos afirmado, son los que se han ocupado con mayor intensidad 
de esta cuestión, han llegado a la conclusión de que la sentencia que 
dedara la inconstitncionalidad de una disposición legislativa con efec- 
tos generales, debe considerarse como un verdadero y propio acto ju- 

rr Ch.. Héctor F i x - Z ~ ~ u o m ,  Veinticinco 050s de iiiolucidn de lo justicia cons- 
titucional, cit., suera nota '16, pp. 9-18. 

75 Tearia general del Estado, trad. de Fernando de los Rios Unuti, tomo 11, 
Madrid, 1915, p. 537. 

7s La defensa de la Conrfitucidn, trad. de Manuel Sánchez Sarto, Barcelona, 
1931, pp. 21-32. 

80 Cfr. Otto BACHOI., Juez y Constitucidn, trad. de Rodrigo Bercaiuitl Ralri-  
gil=-Cano, Madrid, 1963, pp. 35-59; Id. El juez constitucional entre Dereclio y 
$wlitica, trad. de León Cortinas Pekiez, en "üniverritas", Stuttgart, 1966, pp. 
125-140. 
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risdic~ional,~~ no obstante la opinión de tratadistas tan autorizados como 
el mismo Hans Kelsen, quien consideró la función de los tribunales 
constitucionales de naturaleza "legislativa-narrativa",gz o de Piero Cala- 
mandrei, quien la estimó  paral legislativa",^ o de algunos otros autores, 
que la calificaron como una función constitucional autónoma.84 

81. Sin embargo y con independencia de la naturaleza de la sentencia 
de inconstitucionalidad con efectos generales, lo que importa a nuestro 
propósito es dilucidar las ventajas o inconvenientes de esta declaraci6n 
erga omnes respecto a la resolución con efectos particulares, que se tra- 
(luce ti1 13 ~I~.~n])lt~nri<i!i de 1:is (lislmsicioiies lrgales iinptipnri(l:i,, y;\ qiie 
este vroblenia iio Iia siclo anali7a1lo ron I:i dcbida ~>iofti~irIidad Dor 10s 
tratadistas iberoamericanos, si tomamos en cuenta el limitado niimero 
de estudios que se han publicado en relación con esta cuestión funda- 
mental y lo comparamos con la abrumadora bibliografia de los juristas 
europeos. 

82. A este respecto consideramos ilustrativo el debate que se ha pro- 
ducido entre los jurisconsultos canadientes, los que, sin tomar partido 
directo por alguna de las corrientes en pugna, sino exclusivamente por 
razones de carácter práctico, han analizado el problema en relación con 
las dos instituciones que coexisten en el ordenamiento constitucional 
de Canadá. 

83. En efecto, en el Derecho constitucional canadiense, se ha estable- 
cido, por una parte, la revisión judicial de la constitucionalidad de las 
leyes, similar a la estadounidense, o sea con efectos particulares, al menos 
en principio, la que se traduce en la desaplicación de las disposiciones 
legales declaradas inconstitucionales por jueces ordinarios en un proceso 
concreto;aJ pero también se ha configurado un sistema de declaración 
general que se atribuye esencialmente a la Suprema Corte de Canadá 
-y en ciertos casos a los Tribunales Supremos de las Provincias a 
travbs de una institución aparentemente consultiva, que se denomina 
reference cases, pero que se ha traducido en forma aproximada como 

m La hihliograffa es muy extensa, por lo que nos remitimos a la sefialada en 
la nota 89, de nuestro trabajo, La declnracidn general da incolutitucionolidad y 
el juicio de amparo, cit., siipra nota 6, p. 77. 

82 Temia general del Derecho y del Estado, trad. de Eduardo Garcfa Maynez, 
Mexico, 1949, p. 282. 

La ilegitimidad constitucional de lar leyes en el proceso civil, cit., supa 
nota 15, pp. 84 y SS. 

sn Cfr. Gaetano AUARI~TI, Sulla illegiltimiti costiturionole delle leggi, en "Ri- 
vista trimestrale di diritto e procedura civile", Milano, 1959, pp. 437-450; Nicola . . 
J A E G ~ ,  ~a Corte Costituiionole nei Wimi fre onni dellb sua ottivito, en la misma 
"Rivista" 1958, pp. 773 y 8s.: Id. Su¡ limiti di  effimcia delle dAOsione della Corte 
Cortilurionale, en "Rivista di diritto processuale". Padova, 1958, pp. 372-373. 

8s Cfr. J.A.C. GKANT, Judicial reuiew in Cana&, Proceduml Aspects, en "The 
Canadian Bar Review", Ottawa, mayo de 1964, pp. 147 y SS. 
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"opinión judicial consultiva";86 lo que nos confirma en nuestra convic- 
ción de que pueden coexistir en un mismo ordenamiento constitucional 
ambos tipos de declaraciones, general y particular, sobre la inconstitu- 
cionalidad de las disposiciones legislativas. 

84. Esta institución puede describirse muy suscintamente como la 
atribución que se otorga a los citados tribunales, a fin de que, a petición 
del gobernador de la Unión o de los vicegobernadores de las propias 
provincias, se pronuncie sobre la constitucionalidad de una ley o inclu- 
sive, aunque con menor frecuencia, de un proyecto de ley; decisión 
que formalmente se considera como una opinión de tipo consultivo, 
pero que se publica como sentencia y se obedece como tal por las auto- 
ridades respectivas, en la inteligencia de que esa resolución produce 
efectos generales, ya que la ley considerada inconstitucional no puede 
aplicarse en el futuro.87 

85. En el excelente estudio colectivo intitulado Estudios sobre el Fe- 
deralismo, dirigido por los profesores Robert L. Bowie y Carl J. Frie- 
drich,88 se condensan gráficamente las objecciones que se han formulado 
a las citadas opiniones judiciales consultivas, y que pueden aplicarse, 
como los mismos autores señalan, a cualquier tipo de sentencia declara- 
toria de inconstitucionalidad de disposiciones legislativas, con efectos 
generales, y además son argumentos similares a los que se hacen valer 
por los adversarios de la declaración general en los paises iberoameri- 
canos. 
86 a) Los tribunales se verían envueltos en los procesos políticos, 

con el riesgo de perder el respeto popular por el abandono de la verda- 
dera función judicial. 

87 b) Se debilita y se diluye 'la responsabilidad de los órganos legis- 
lativos en la formulación de las leyes. 

88 c) Los propios tribunales se ven privados del beneficio de la expe- 
riencia del pleno desarrollo de los hechos, para imponer la validez a la 
legislación.88 

89. Estas objeciones que pudieron aceptarse durante el siglo XIX y 
los primeros años del presente, se desvanecen en la actualidad, debido 
a la transformación de los conceptos tradicionales de la división de los 
poderes, de la función jurisdiccional, de la distinci6n entre justicia y 
política, etcétera. 

86 Cfr. J.A.C. GRANT, El mntml jurisdiccional de lo conrtitucionalidad de lar 
leyes, cit., s u p e  nota 10, pp. 87-88. 

87 Cfr. Gerald RUBIN, The mture, me and effect of refereme cases in cn- 
nndion Constitucional Lnw, en el volumen colectivo "The Courts and the Cana- 
dian Constitution", Toronto, 1964, pp. 220 y ss: Bora LASKIN, Cnnadian Conrti- 
tutionnl Law, 2a. Ed., Toronto, 1960, pp. 144 y SS. 

S9 Trad. de Susana Barrientos, Buenas Aires, 1958. 
5s O p .  ult. cit., p. 164. 
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90. En primer lugar, ya se ha observado que contra las predicciones 
de la politización de la justicia a que se refería Carl Schmitt en las 
primeras decadas de este sig10,~Q la intervención de los tribundes en la 
delicada función de tutelar las disposiciones constitucionales contra las 
extralimitaciones de cualquier autoridad, incluyendo las legislativas, 
no han producido los confiictos políticos que se vaticinaban, sino todo 
10 contrario, se ha establecido una corriente de comprensión entre los 
órganos legislativos y los judiciales debido a la labor eminentemente 
tkcnica y delicadamente equilibradora de los segundos.s' 

91. Esta situación de equilibrio es subrayada por un estudio reciente 
wbre el tema de las relaciones entre los tribunales constitucionales 
de la República Federal de Alemania22 de la República italiana,Qs y 
la Suprema Corte Federal de los Estados Unidos,s' en los cuales se 
demuestra la prudencia con la cual han actuado estos órganos de justi- 
cia constitucional, que por sus amplias facultades pueden considerarse 
como los mis importantes de nuestra época; pero cuyo tacto les ha 
permitido llevar relaciones cordiales con los legisladores, no obstante 
que su función de control sobre estos ii'ltimos, no puede considerarse 
como tímida. 

92. Lo que ocurre con los que objetan la declaración general, es que 
parten de un concepto de política muy impreciso, que se confunde con 
las luchas electorales y partidistas, pero no existe duda de que todo 
juez que decide sobre la constitucionalidad de las disposiciones legisla- 
tivas y aun indusive respecto de cualquier acto de autoridad, no obs- 
tante que se trate de un juez ordinario y lo haga respecto de un caso 
concreto, efectúa una actividad al mismo tiempo jurisdiccional y polí- 
tica, entendida esta última como la interpretación y aplicación de los 
valores supremos contenidos en la Carta F~ndamental.~' 

93. Esta funci6n política se acentúa tratindose de los tribunales cons- 
tituaonales, en la inteligencia de que entendemos por tales no sólo a 
los de carácter específico como los establecidos según el modelo anstria- 

80 La dcfmc de la C~~fittlCidn, cit.,  SU^ nota 79, pp. 23-25. 
91 Cfr. Hector Flx-ZAMIJDIO, Veintinnco años de m l w i d n  de In justicia cons- 

titucioml, cit., supra nota 16, pp. 73-74, 81. 
63 cfr. Wiltraut RUPP VON BEUNNECK, Admonitory Functions of the Constitzl- 

fional Courfr Germany: The Federal Constitutionnl Court, en "The American Jour- 
nal oí Comparative Law", verano de 1972, pp. 387-403. 

$8 Vincenm V m m ,  Itoly: The C o n s t i t u f i d  Caurt, en la misma revista ci- 
tada nota anterior, pp. 404-444. 

O 4  Hans A. LINDE, The Unitcd Stotes !Expcn'mce, en revista mencionada en 
las dos natas anteriores, pp. 415-430. 

83 Cfr. Hector Frx-U~uDrn, El juez nnfe la norma mtitucioml,  cit.. supro 
nota 13, pp. 67-74; Mauro CXPPEUEITI, L'attivifh e i pote?¡ del giudica costilu- 
iionalc in rnpparto c m  il loro finc genepico, en "Scritti giuridin in memoria di 
Piero Calamandrei", Padova, 1957, pp. 16 y ss., dcl sobretiro. 
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co, sino a todos aquellos cuya función esencial sea la justicia constitu- 
cional, aun cuando no sea la única, como ocurre tratándose de la Su- 
prema Corte Federal de los Estados Unidos.86 

94. Pero esta actividad po'iítica de los jueces constituciouales no debe 
confundirse con la que realizan los otros dos órganos del poder, ya 
que la de estos Últimos es la que, a falta de una desipación más ade- 
cuada puede calificarse como "activa", que puede distinguirse de la 
"técnica" de carácter judicial, y que se traduce esta Última en pocas 
palabras, en una gran libertad de elección debido a] inarco amplísimo 
de las disposiciones constitucionales, lo que significa un  gran poder (y 
una gran responsabilidad) para conformar y modelar, a través de la 
interpretación, todo el orden jurídico secundario, de acuerdo con los 
princi~ios axiol6gos supremos establecidos en las Cartas Constitucio- 
na1es.g' 

95. Por otra parte, aun desde el punto de vista técnico, se ha trans- 
formado el concepto de "cuestiones políticas'' o political questions, como 
aspectos ajenos al control jurisdiccional, ya que inclusive la Suprema 
Corte de los Estados Unidos, que nos sirve constantemente de ejemplo, 
ha abandonado su criterio tradicional de abstención ante estos proble- 
mas y a partir del famoso asunto Baker versus Caw, abordó aspectos 
electorales, con lo cual se ha acentuado su función de carácter político, 
siempre desde el ángulo técnico.88 

96. Pero esta creciente intervención de los jueces constitucionales en 
actividades anteriormente reservadas en forma exclusiva a los otros ór- 
ganos del poder, no ha producido efectos perjudiciales, como se temia 
por algunos tratadistas y políticos, sino que se lia mostrado inclusive 
necesaria, debido a la complejidad, suprema abstracción y orientacio- 
nes axiológicas de las disposiciones constitucionales. 

97. En este terreno, por tanto, no existe diferencia apreciable entre 
la declaración de inconstitucioualidad con efectos generales y aquella 
que se traduce en la desaplicación para el caso concreto, ya que en am- 
bos casos los jueces constitucionales -entendidos en un  sentido amplio- 
realizan una función de política técnica, cuya intensidad sólo establece 
una distinción de grado, pero no de esencia. 

98. La segunda objeción relativa a la afectación de la labor legisla- 
tiva, resulta sencilla de contestar, ya que al formular ese argumento se 
está pensando en un organismo legislativo clásico, sin tomar en consi- 
deración las profundas transformaciones que ha experimentado, aun 

se Cfr. Paul G.  K ~ u ~ r n ,  The Supreme Court: Hybrid Organ of Sfate, cn "Sautb- 
western Law Jaurnal", Dalias, Texar, otoño de 1967, pp. 573-590. 

s i  Cfr. Hktor Frx-ZAMUD~, El juez ante la norma conrtituciani, cit., supro 
nota 13, p. 68. 

98 Cfr. Karl L o ~ w s r e m ,  Lo funcidn palifica del Tribunal Supremo de los 
unidos, en "Revista de Estudios Politicos". Madrid. enero- febrero de 1964. pp. 5-39. 



en los países en los cuales teóricamente representa un papel prepon- 
derante, como en Inglaterra, y aquellos otros cuya forma de gobierno 
se sigue calificando de "parlamentaria".Q@ 

99. Al respecto, bastaría mencionar las profundas observaciones del 
twtadista alemán Otto Bachof, quien afirma que la función legislativa 
ha ido perdiendo su sentido clásico de productora de reglas.generales 
y abstractas del comportamiento humano, ya que la ley, en terminos 
generales y debido a las crecientes necesidades de justicia social, se ha 
convertido en un medio para la realizaci6n de cambiantes fines poli- 
ticos, además de que, la gran carga que soportan los parlamentos con- 
temporáneos, por el excesivo numero de disposiciones legales que tienen 
que estudiar y expedir, ha hecho precisa una revisión posterior de toda 
esa legislación apresurada y variable, por un órgano - e l  judicial- que 
posea la serenidad y la tkcnica necesarias, para vigilar su conformidad 
con la Constitución.lo'> 

100. Una ojeada, así sea superficial, a las transformaciones ocurridas 
desde la primera postguerra, pero esencialmente en esta segunda que 
todavía no puede lograr una paz duradera, nos permite concluir que la 
concepción clásica de la tripartición de los órganos del poder con una 
tendencia hacia la supremacía del cuerpo legislativo, se ha alterado 
sustancialmente, y en todo caso partiendo del supuesto de que todavía 
constituye un principio esencial en los países occidentales -ya que los 
ordenamientos socialistas la rechazan categóricamente-;'o1 el departa- 
mento ejecutivo, cuya denominación ya resulta totalmente anacrónica, 
ha aumentado tremendamente sus facultades, aun en los sistemas cali- 
ficados de parlamentarios,'02 y el contrapeso de sus actividades, no sólo 
administrativas y de gobierno, sino crecientemente legislativas, tanto 
en forma directa -decretos.leyes sino indirectamente por conducto 
de las iniciativas que aprueba casi sin objeciones el órgano legislativo, 
descansa actualmente en los integrantes del departamento judicial. 

101. Finalmente, el tercer argumento contrario a la declaración ge- 
neral posee una mayor fuerza aparente, tomando en consideración que 
la aplicación de una disposición legal puede producir una experiencia 
que puede resultar decisiva para su confrontación con las normas cons- 

8s Cfr. Hktor FIX-ZAMVD~, Valor actual & fwinci$io de la diuUidn de $m- 
deres y su conragracidn en las Constituciones de I857 y 1917, en "Boletin del 
Instituto de Derecho Comparado de Mexico", N6m. 58-59, enero-agosto de 1967, 
pp. 83-86. 

100 Juez y ConstiPucidn, cit., supo nota 80. pp. 41 y SS. 

101 Cfr. entre otros Jaroslaw P.LU>EW, Montesquieu und seine Lchrc von de? Te¡- 
lung der Gewoltcn (Montesquieu y su teoría de la divisi6n de los poderes), en 
"Staat un Recht" (Estado y Derecho), Berlín, diciembre de 1959. pp. 156 y ss. 

10% Ch.. el interesante estudio de Paul Marie GAUDEMET, Le pouuoi~ exdcutif 
dans les 'pays occidentoux, Parfs, 1966. 
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titucionales; experiencia que en principio no se produce si las leyes or- 
dinarias son declaradas inco~istitucionales con efectos generales, con 
mayor razbn cuando el control es de carácter preventivo, es decir res- 
pecto de los proyectos legislativos todavía no promulgados, pues enton- 
ces las disposiciones respectivas no pueden aplicarse al mundo cambiante 
de la realidad. 

102. Pero este razonamiento pierde su fiierza si tomamos en consi- 
deración que no en todos los casos la impugnación de inconstitucio- 
nalidad se produce antes de que la ley pueda ser aplicada a los casos 
concretos, más bien, sucede lo contrario, ya que si bien es verdad que 
existe esa posibilidad de combatir un  ordenamiento antes de ser apli- 
cado, lo cierto que en la mayor parte de los casos, la impugnación 
deriva de la aplicación de la disposición constitucional a una o a una 
serie de situaciones concretas, ya sea a través de un proceso judicial o 
bien en relación con actos y resoluciones administrativas, 

103. Ya henios señalado inclusive que en Italia, además de la acción 
directa, que cuantitativamente se presenta con menos frecuencia,lo3 en 
la mayoría de los casos la cuestión de inconstitucionalidad surge en un 
proceso concreto en la forma prejuidicial ya mencionada anteriormente, 
y la misma situación tambien existe, para citar otro ejemplo muy im- 
portante, en el sistema de impugnaciones ante el Tribunal Federal 
Constitucional de la República Federal de Alemania, que la doctrina 
califica como konkrete Norrnenkontrolle, es decir, control concreto de 
la constitucionalidad de las leyes,'04 y algo similar puede afirmarse en 
relación con la Corte Constitucional austriaca.lo5 

104. En el fondo de la objeción existe el temor de que los tribunales 
constitucionales, o en términos más amplios, los jueces encargados de 
conocer las cuestiones de  ~on~titucionalidad, pronuncien constantes decla. 

103 Cfr. Hector Fix-ZAMUDIO, Veinticinco año$ dE molucidn de la justicia con$- 
titucional, cit. supro nota 16, ,p. 72. 

lo* Cfr. Hans Lrmri~R, Die Verfassungrgenchtsbarkeit (Jurisdicción constitucio- 
nal), en la obra "Die Gmndrechte. Handbuch der Theorie und der Praxis der 
Gmndereohte" ( L a  derechos fundamentales. Manual de la teoría y La prác- 
tica de l a  derechos fundamentales). tomo 111, Vol. 11, Berlin, 1959, pp. 
630; Emst ERIESENHAHN, Die Verfdssung~pe~icht~borkeit in der BundesrepubBi Dmt- 
chland (La jurisdicción constitucional en la República Federal de Alemania), en 
la obra colectiva "Vcrfaaungsgerichtsbarkeit in der Gegeniuart", cit.. supra nota 
45, pp. 136- 144. 

10s Cfr. Walter FRISCH P H ~ F P ,  La formo en que re plasrnd la teoria pura del 
Derecho, cit., supro nota 12, pp. 132-143; Hans K m ,  Judicial Rrview of Legis- 
lntion, cit., s u p o  nota 15, pp. 191-196; Envin M a l c H A R ,  Die Verfasningsgerichts- 
bnrkeit in Osteweich (La jurisdicción constitucional en Austria), en el volumen 
"Verfasrungsgerichubarkeit in der Cegenwart". cit., siipra nota 45, pp. 458-460; 
Félix EnhrAco~A, Die Verfassung~gericht .~It~~f  (La Corte Constitucional) , Grar, A u s ~  
tria, pp. 214-263. 



raciones generales de inconstitucionalidad, afectando seriamente el fun- 
cionamiento del órgano parlamentario -o inclusive al ejecutivo cuando 
legisla directa o indirectamente-, sin tomar en consideración las situa- 
ciones prácticas, constantemente variables y complejas. 

105. Pero si examinamos el resdltado de la actividad de los tribunales 
constitucionales, podemos llegar a una conclusión tranquilizadora, ya 
que todos e l l a  parten del principio fundamental de la interpretación 
constitucional, de que toda norma legislativa se presume constitucional 
y que se debe apreciar de tal manera que pueda armonizarse con la 
Carta Fundamental, y sólo en el supuesto de que no pueda lograrse 
esta concordancia, debe declararse inconstitucional.'0~ 

106. Por otra parte, la jurisprudencia de los tribunales y jueces cons- 
titucionales más importantes, es decir la elaborada por la Corte Suprema 
Federal de los Estados Unidos, y los Tribunales y Cortes Constitucio- 
nales de Italia, República Federal de Alemania y Austria, ha resultado 
de valor incalrulable en cuanto han establecido una serie de principios 
de gran utilidad para la integración de las normas constitucionales, las 
que por su excesiva generalidad y proyección axiológica, no pueden 
captarse en su integridad por el legislador, sino que se requiere la inter- 
pretación tecnica de los jueces especializados, como lo analizaremos en 
detalle más adelante, interpretación indispensable para lograr el desa- 
rrollo armónico de las propias disposiciones de la C o n s t i t u ~ i ó n . ~ ~ ~  

107. Una vez que consideramos disipados los temores sobre los efectos 
negativos de la declaración general de inconstitucionalidad, es preciso 
resaltar las ventajas de su establecimiento al lado de la desaplicación 
de las disposiciones legislativas, ya que ambos sistemas no son incom- 
patibles, como se ha sostenido reiteradamente, e inclusive sin exagera- 
ción puede afirmarse la necesidad de dicha declaración general en la 
epoca contemporánea, y al respecto examinaremos en vía de ejemplo 
dos razonamientos esenciales que apoyan nuestro punto de vista: 

108. En primer tbrmino puede observarse que cuando se utiliza exclu- 
sivamente el principio de la desaplicación de la ley inconstitucional 
en los casos concretos y para las partes que intervinieron, en los pro- 
cesos en los cuales se pronunciaron las sentencias respectivas, se crea 
una situación de injusticia muy evidente, es decir, los destinatarios de 
las disposiciones inconstitucionales se dividen en dos sectores; por una 
parte lm que tuvieron la oportunidad de contar con el asesoramiento 
de abogados que plantearon correctamente la cuestión de inconstitucio- 

106 Cfr. Segundo V. LIN-IRES Q U ~ A N A ,  La interpretocidn constitucianal, en 
"Jurisprudencia Argentina': Buenas Aires, 22 <le febrero de 1960, pp. 1.5; Id. 
Trotado de lo ciencia del Derecho constitucional argentino y cornpnrado, tomo 11, 
Buenos Aires, 1953, pp. 425 y ss. 

107 Cfr. Hkctor FE-ZAMLVIO, El juez ante la n o m a  constitucional, cit., supra 
nota 13, pp. 67-74. 
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nalidad, o tuvieron la suerte de que el juez de la causa, o en ciertos 
casos, el ministerio público, tuviera dudas sobre la constitucionalidad 
de la ley aplicable, y que por lo tanto, al ser protegidos por las senten- 
cias respectivas, no están obligados a cumplir las disposiciones contrarias 
a la Ley Suprema; y por el contrario existe un  segundo grupo formado 
por aquellos gobernados menos afortunados que los primeros, y que en 
tiiuchos casos son los más numerosos, que por ignorancia, carencia de 
medios económicos, o por ambos, que generalmente van unidos, no 
cuentan con dicho asesoramiento y por lo tanto, al no impugnar las 
disposiciones inconstitucionales se encuentran en la obligación de cum- 
plirlas, con todo lo cual se viola uno de los principios esenciales del 
sistema democrático de organización politico-social, o sea, el de la igual- 
dad de los gobernados ante la ley.los 

109. La violación de ese principio fundamental, resulta todavía menos 
justificable en nuestra época, en la cual se pretende lograr, hasta donde 
ello resulte posible, la igualdad de los gobernados, al menos desde el 
punto de vista de las oportunidades,'08 que es uno de los aspectos esen- 
ciales del moderno Estado de Derecho Social, que en los paises angloa- 
mericanos se califica como Welfare State,"O por lo que no puede admi- 
tirse que sólo un  grupo de los destinatarios de las normas legislativas 
consideradas inconstitucionales esten exceptuados de su cumplimiento. 
en tanto que otro sector, generalmente el más numeroso y en situación 
de desventaja económica, cultural y politica, tenga que obedecer las 
mismas normas. 

110. Como si lo anterior no fuese bastante, ademis existen razones 
de carácter operativo que nos llevan a la conveniencia e inclusive a la 
necesidad de la declaración general de inconstitucionalidad, si tomamos 
en cuenta que el proceso moderno se caracteriza, como un fen6meno 
social de masas,"' lo que significa que los tribunales se encuentran 
sumamente recargados de asuntos judiciales, debido a la creciente com- 
plejidad de las relaciones jurídicas en el mundo contemporiineo, de 
manera que si utilizamos el sistema de impugnación de las leyes incons- 
titucionales por vía incidental y prejudicial, en juicios concretos; con 

10s Este principio fue consagrado expresamente en el articulo primero de la 
Declaracinn de los Dcrechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, según el 
cual: "Los hombres nacen y permanecen libres e igtuales en Derecho. Las dis- 
tinciones sociales no p d e n  fundarse sino en la utilidad común". 

ioP Cfr. R. H.  TAIYNEY, Lo ip t l~ ldad ,  trad. de Francisco Giner de los Rios. 
hICxic0, 1945, pp. 19-63. 

i z o  Cfr. entre otros, Manuel GARC~A PFLAYO, E1 Estado soCiu1 3' SUS implica- 
ciones, México, 1975, pp. 23-50. 

1 x 1  Cfi. Mauro CAPPLLLEITI, El @ P T O C ~ S O  Como fenómeno socia1 de mora, en el 
libro del mismo autor, "Proceso, ideologia, saciedad", trad. de Santiago Sentis 
hlcleiido y Tomás A. Banzhaf, Buenos Aires, 1974, pp. 131-138. 



mayor razón en los países iberoamericanos en los cuales no existe la 
fuerza del precedente, o stare decisis, de los ordenamientos angloameri- 
canos; el enorme retraso en resolver una por una cada de las cuestiones 
de inconstitucionalidad, produce la inoperancia del sistema, ya que los 
tribunales o cortes supremas, estas últimas abrumadas por sus labores 
casacionistas, tinen que postergar su función de control de la constitu- 
cionalidad. 

111. Resultaría necesario, para evitar el rezago de las cuestiones consti- 
tucionales, utilizar el instrumento que opera en la Corte Suprema Fe- 
deral de los Estados Unidos, cuya competencia es discrecional, a travks 
del procedimiento del certiorari,"z el cual ha transformado a dicho alto 
Tribunal en una verdadera Corte Constitucional, al menos en forma 
predominante, según se ha visto; y además con todos los elementos que 
segiin hemos visto, de hecho transforman la desaplicación de la ley 
inconstitucional, en una declaración de efectos generales, pero esta si- 
tuación está muy lejos de alcanzarse en Iberoam6rica. 

112. Precisamente por las dos razones anteriores, un sector de la 
doctrina mexicana, ha propuesto que se abandone el sistema de la de- 
saplicación para adoptar, así sea en forma paulatina, la declaración 
general, a pesar de la tradición y el prestigio de que goza la llamada 
"fórmula Otero" a la cual hicimos referencia anteriormente, y la cual 
se ha considerado prácticamente como un dogma del juicio de amparo 
mexicano,l'3 y si bien todavía esta corriente es minoritaria, y está lejos 
de alcanzar aceptación en los medios políticos del país, está logrando 
un niimero aeciente de adhesiones, que nos llevan al convencimiento 
de que logrará imponerse, no obstante los obstáculos que todavía se 
presentan.lM 

113. Por otra parte, entre los juristas iberoamericanos tambien existe 

112 Cfr. Revised Rules of Supreme Caurt. Cansiderations governing review of 
certiorari. Rules 19-31; Administrative Office of the United States Courts, Glossary 
oj Temis Used in the Federal Courtr, julio de 1977, p. 13; Herber A. WAW y 
Samuel L. SAADY, The P~ocedurol  Aspect o j  Ec~tiwal-i ,  en "Miami Law Quaterly". 
abril de 1950, pp. 367-379. 

113 Sobre el carácer reverencia1 de la llamada "f6rmula Otero", ch. Ignacio 
Buxcon, El juicio de amparo, cit., supra nota 28, pp. 273-276. 

iir Entre los tratadistas mexicanos que se han adherido o postulan la nece- 
sidad de la declaración general, pueden citarse, Hector Enr-ZAMWD~Q, Lo declara- 
ción general d e  inconstitucionnlidod y el juicio de amparo, cit., suprn nota 6, 
pp. 93-98: Id. Función del pode7 judicial e n  los sistemar constitucionales h t ino-  
americanos; Josk Guillermo VAUARTA PIIkTA, %I poder judicial y el sistema de la 
declaración de inmnstihLcionalidod en  Lotinoamdrica, estos dos últimos trabajos 
publicados en el libm colectivo: 'Tunci6n del poder judicial en los sistemas cons- 
titucionales latinoamericanos", Mérico, 1977, pp. 32-37, 57-58 y 176-184, respecti- 
vamente; Juventino V. C ~ s m o .  Hacia el amparo molucionado, 2a. Ed. Mkxico, 
1977, pp. 23-48. 
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una corriente importante, apoyada en la experiencia de los paises que 
ya la han establecido y que propugna por la declaración general de in- 
constitucionalidad, apoyándose en razones similares a las expuestas ante- 
riormente, lo que explica la conclusión aprobada en el Primer Congreso 
Latinoamericano de Derecho Constitucional, efectuado en la ciudad 
de Mexico durante los días 25 a 30 de agosto de 1975, y en el cual, 
según lo propuesto en la ponencia general que sobre el tema "Función 
del poder judicial en los sistemas constitucionales latinoamericanos", 
presentó el que esto escribe,"$ se recomendó lo siguiente: 

114. "Quinta. En la realización del control de la constitucionalidad 
de las leyes, los tribunales latinoamericanos deben superar el principio 
adoptado por razones históricas, de la desaplicación concreta de la ley, 
para consignar el de la declaración general de inconstitucionalidad, 
tomando en cuenta las particularidades y experiencias de cada régimen 
jurídico, con el objeto de darle verdadera eficacia práctica"."B 

V. Los tribundles constitucionales en Iberoamérica 

115. Como un paso adelante en la evolución de la justicia constitu- 
cional en los paises iberoamericanos, se advierte la posibilidad de injer- 
tar dentro del control jurisdiccional de la constitucionalidad de los 
actos de autoridad, a los tribunzles o cortes constitucionales específicos, 
tomando como modelo el sistema austríaco, que ha tenido una impor- 
tante repercución en varios países europeos en esta segunda postguerra. 

116. Debemos recordar que fue la Constitución española de 1931 la 
que por vez primera introdujo en el ámbito iberoamericano un orga- 
nismo jurisdiccional específico denominado Tribunal de Garantías Cons- 
titucionales, y que como se ha mencionado en su oportunidad, estaba 
facultado para anular las disposiciones legales constitucionales, con efec- 
tos generales, cuando las mismas se hubiesen dictado con infracción del 
procedimiento legislativo (vease nota 26). 

117. En cierta manera la institución española fue tomada como mo- 
delo por la Constituci6n cubana de 1940, ya mencionada anteriormente, 
en cuanto introdujo el llamado Tribunal de Garantías Constitucionales 
y Sociales, que funcionaba como una Sala especializada del Tribunal 
Supremo, formada por el Presidente de dicho Tribunal y cuando menos 
por quince magistrados (artículo 172). 

118. Tambikn podemos recordar que las resoluciones dictadas por 
la citada Sala Constitucional del Tribunal Supremo cubano tenía ca- 

iis Cfr. Hector FE-Z~xruoro, Funcidn del podm judicial, cit. nota anterior, 
pp. 57-58. 

lis Ver el mencionada volumen "Funcidn del poder judicial", cit. supro nota 

114, p. 202. 
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rácter general, es decir, determinaban la derogación de las disposiciones 
impugnadas (ver nota 62). 

119. La influencia de la Constitución española de 1931 se advierte 
de manera parcial en el establecimiento del sistema introducido por la 
Constitución de Ecuador de 6 de mayo de 1945, restablecida por el 
gobierno militar en 1971, a través del llamado Tribunal de Garantias 
Constitucionales (artículos 159 y 160), que no obstante su nombre. sólo 
funciona como órgano jurisdiccional en el campo de la justicia adminis- 
trativa, ya que en el terreno constitucional sólo puede ordenar la sus- 
pensión de una ley que estime inconstitucional, a petición de un juez 
o tribunal de última instancia, en la inteligencia de que el Congreso 
es el único facultado para decidir en definitiva sobre la referida incons- 
titucionalidad, según lo establecido por el artículo 165 constitucional, 
como ya se ha expresado en este trabajo (ver nota 40). 

120. Lo anterior nos permite constatar el comienzo de la tendencia 
tanto doctrinal como legislativa, que cristaliza en los primeros intentos 
para establecer verdaderos tribunales constitucionales, algunos ya desa- 
parecidos, ya sea por el advenimiento del franquismo en Espana o por 
la revolución de Fidel Castro en Cuba, que terminó por imponer el 
régimen socialista en la Constitución de febrero de 1976: y por lo que 
respecta a Ecuador, además de estar sometido a un regimen militar; de 
acuerdo con su tradición, es el único país que no consagra el control 
judicial de la constitucionalidad de las leyes, y s610 admite una función 
suspensiva del que se ha denominado Tribunal de Garantías Consti- 
tucionales, en realidad, sólo es un tribunal de justicia administrativa. 
Pero de cualquier manera significan un intento que puede servir de 
precedente para el movimiento reciente que ha significado un ensayo 
más sólido y esperamos, que esta vez pueda imponerse definitivamente. 

121. Dentro de esta tendencia más reciente, podemos señalar los in- 
tentos de los ordenamientos de Guatemala y de Chile para configurar 
verdaderos tribunales constitucionales, de los cuales subsiste sólo el 
primero, ya que el chileno fue suprimido por el golpe mi'iitar de sep. 
tiembre de 1973. 

122. En primer término la Corte de Constitucionalidad introducida 
por el artículo 262 de la Constitución de la República de Guatemala 
de 15 de septiembre de 1965, funciona al lado de los tribunales de am- 
paro, los cuales conocen de la impugnación de las leyes inconstituciona- 
les, con efectos para el caso concreto, de acuerdo con el modelo mexi- 
cano del amparo contra leyes, según se expresó con anterioridad (ver 
nota 31) . 

123. Este organismo de justicia constitucional está reglamentado por 
los artículos 105 a 111 de la Ley de Amparo, Habeas Corpus y de 
Constitucionalidad, de 20 de abril de 1966. La citada Corte de Constitu- 
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cionalidad se integra con doce miembros, de los cuales cinco son el 
presidente y cuatro magistrados de la Corte Suprema de Justicia desig- 
nados por la misma, y los restantes, por sorteo global que practica la 
propia Corte entre los magistrados de las Cortes de Apelaciones y de 
lo Contencioso-Administrativo. 

'124. Están legitin~ados para interponer el llamado recurso de consli- 
tucionalidad;"' el Consejo de Estado; el Colegio de Abogados por deci- 
sión de su Asamblea General; el Ministerio Publico por disposición 
del Presidente de la República tomada en Consejo de hlinistros, y 
cualquiera persona o entidad afectada directamente, con el aiixilio de 
diez abogados en ejercicio. 

125. Los efectos de la declaración de inconstitucionalidad pronun- 
ciada por la referida Corte especializada, asumen carácter general, es 
decir, se traducen en la perdida de eficacia del ordenamiento combati- 
do, una vez publicado el fallo correspondiente, en los terminos de los 
artículos 265 de la referida Carta Fundamental y el 108 de la Ley 
regiamentaria.l18 

lE6. Esta Corte de Constitucionalidad carece de antecedentes en el 
ordenamiento guatemalteco, y por otra parte, en la exposici6n de mo- 
tivos del proyecto de Carta Fundamental no aparece la fuente que se 
tomó en con si de ración,"^ aun cuando puede inferirse que se inspiró 
parcialmente en los tribunales constitucionales europeos, por lo que 
su funcionamiento ha sido dificil, ya que se le ha introducido de golpe 
en un sistema en el cual lia predominado la tradición americana 
y más concretamente mexicana, del amparo contra leyes; sin una evo- 
luci6n previa como la que se o b s e ~ a  en los paises que han consagrado 
con anterioridad la declaración general de inconstitucionalidad. 

127. Si a todo lo anterior agregamos la complicada situación política 
que ha imperado en Guatemala desde antes de la promulgaciún de la 
actual Carta Constitucional de 1965, y que se ha acentuado en los 
últimos años: resulta comprensible que la Corte de Constitucionalidad, 
no obstante los buenos deseos de sus creadores, ha tenido un funciona- 
;**;-, . 

"7 Cfr. Mario A c u m  GOWY, ProtecciAn procesal & los derechor humanos, 
cit., supra nota SI, p. 21. autor que certeramente estirna que no obstante que la 
legislaci6n califica a este procedimiento como un "recurío", en realidad se trata 
de  un verdadero "proceso constitucional". 

11s Los dos preceptos disponen, en su parte conducente: 'Cuando una sentencia 
declare la inconstitucionalidad total de una ley o una disposici6n gubernativa de 
carácter general, ésta quedad sin vigor; y si la inconstitucionalidad 'fuera parcial 
quedard sin vigor en la parte declarodo incomtitucionol. En ambos cacos dcjnrln 
de rurtir efecto desde EI din siguiente al de la publicacidn del fallo e n  el Diario 
Oficial . . .". 

119 Cfr. Mario Acuuw Gamu, Protcccidn pm~esal  de 10s derechos liumanos, 
cit., suprn nota 31, p. 21. 
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miento esporádico, y las resoluciones de inconstitucionalidad en cuanto 
al fondo de la controversia, han sido muy limitadas.l20 

128. La implantación del Tribunal Constitucional en Chile tuvo una 
duración todavía más limitada, pues los arduos problemas políticos 
que sufrió el pais en los años que antecedieron y posteriores a su crea- 
ción, y la sublevación militar de 1973, que derrocó al Presidente Sal- 
vador Allende, determinó la supresión de este organismo de justicia 
constitucional, que tuvo una vida efimera. 

129. En la reforma constitucional de 21 de enero de 1970, se intro- 
dujo la figura del Tribunal Constitucional después de varios intentos 
pr\tvios,'Z1 con atribuciones de control preventivo de la constitucionali- 
dad de las leyes y de los decretos con fuerza de ley expedidos por el 
Presidente de la República. 

130. Según lo establecido por los articulos 78 a) y 78 b) de la Carta 
Constitucional chilena, introducidos por la mencionada reforma de 
1970; asi como por el Estatuto Juridico sobre organizacibn y funcio- 
namiento del referido Tribunal Constitucional, expedido por el propio 
organismo el 16 de noviembre de 1971 -inició sus actividades el 10 
de septiembre del mismo año-  este se integraba por cinco magistra- 
dos, tres de ellos nombrados por el Presidente de la República con 
aprobación del Senado y los otros dos designados por la Corte Suprema 
de Justicia entre sus miembros, todos ellos letrados, y uno de los nom- 
brados por el Presidente debería tener, además el requisito de haber 
sido durante diez años titular de una cátedra universitaria de Derecho 
constitucionaI o administrativo en alguna de las escuelas de Derecho del - 
pais. 

131. Entre las atribuciones esenciales de justicia constitucional, se 
encontraban las de: resolver 1% cuestiones constitucionales que se susci. 
taran durante la tramitación de los proyectos de ley y de los tratados 

lso Han sido muy escasas los procesos constitucionales de esta naturaleza, y 
hasta donde llega nuestro mnocimiento, s61o uno de ellos fue declarado "con 
Lugar", es decir fundado, con la consecuencia, de anular las preceptos legales 
impugnadas; cfr. dicha sentencia publicada integramente en el volumen intitulado 
"Septem. Partitanim. Recopilación", editado por la Asociaci6n de Estudiantes de 
Derecho de la Universidad Rafael Landlvar de Guatemala. Guatemala, 1976, pp. 
675.719, en la inteligencia tle que ese falla dictado por la Corte de Canstituciw 
ualidad el 8 de enero de 1911, se apoyó en la demanda interpuesta por el Pro. 
mradar General de la Naci6n en su calidad de Jefe del Ministerio Público, por 
disposici6n del Presidente de la República tomada en Consejo de Ministros, 
solicitando la declaraci6n de nulidad del Decreto 1725 del Congreso de la Repú- 
blica, expedido el 7 de diciembre de 1967, el mal fue vetado por el Presidente 
de la República, prro superado el veto, se publid el 17 de julio de 1970. 

121 Sobre los intentas anteriores para introducir dicho Tribunal Constitucional, 
cfr. Alejandro SILVA B ~ s c u Ñ h ,  El Tribunal Constitutional, en el volumen colectivo 
"Reforma Constitucional 197(Y', Santiago, 1970. pp. 199-215. 
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sometidos a la aprobación del Congreso, a la solicitud del Presidente de 
la República, de ciialquiera de las Cámaras o de más de un tercio 
de sus miembros en ejercicio, siempre que la objeción se formulare 
antes de la promulgación de la ley; decidir las cuestiones que se susci- 
taran sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley, cuan- 
do la cuestión le hubiese sido planteada por el Presidente de la Rept- 
blica en el supuesto de que la Contraloria lo hubiese rechazado por 
 inconstitucional;'^^ también el Tribunal debía pronunciarse sobre los 
reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgara 
una ley cuando debiera hacerlo, o bien promulgare un texto diverso 
del que constitucionalmente correspondiera, a petición de cualquiera 
de las Cámaras. 

132. En virtud de los preceptos constitucionales mencionados y del 
Estatuto Jurídico sobre Procedimiento aplicable ante ei Tribunal Cons- 
titucional, expedido por este último el 9 de diciembre de 1971, no 
podían promulgarse los proyectos de ley, o de decreto con fuerza de 
ley, declarados inconstitucionales por el citado Tribunal, y por el con- 
trario cuando resolviera que un precepto legal era constitucional, la 
Corte Suprema no podía declararlo inaplicable por el mismo vicio que 
fue materia de la sentencia.lz3 

133, Como puede observarse de la breve descripción anterior, el 
intento chileno por establecer una jurisdiccibu constitucional especifica, 
fue demasiado tímida, en cuanto sólo comprendia el control preventivo 
de la constitucionalidad de los proyectos de ley o de decretos con fuer- 
za de ley, pero dicho Tribunal carecía de las atribuciones, que consi- 
deramos más significativo, como son las que corresponden a la de- 
claración de la inconstitucionalidad, también con efectos generales, de 
los ordenamientos legales debidamente promulgados y publicados, apli- 
cables a las relaciones de la vida jurídica, ya que como lo expresamos 
en su oportunidad, resulta muy importante la experiencia para deter- 
minar la conformidad de las disposiciones legales con los preceptos y 
principios de la Carta Fundamental. 

134. Consideramos más trascendente la experiencia colombiana, pues 
si bien todavía no ha culminado con la creación de una verdadera 
Corte o Tribunal Constitucional, sin embargo se ha encaminado hacia 
ese objetivo, y como la evolución ha sido paulatina y finne, es posible 

122 Sobre las funciones de control constitucional de la Contraloria General de la 
Repi~blica, cfr. el volumen que contiene el T e x t o  refundido de la Ley de Orgoni- 
iocidn y Atribuciones de la Conlraloria General de la Re@rlDlica, Santiago, 1964; 
Jorge Mario QU~NZIO FIGU~XZ.~~, Manuol de Derecho conrfi tucimal ,  Santiago, 1969, 
pp. 477-481. 

123 Cfr. Alejandro Savh B ~ s c u Ñ k ~ ,  El Tribunal Conslitucional, cit., suera nota 
121, pp. 2213-274. 
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que pueda lograrse dicho propósito en un futuro más o menos pró- 
ximo. 

135. Ya hemos mencionado que Colombia ha sido con Venezuela uno 
de 10s países latinoamericanos que establecieron en la segunda mitad 
del siglo anterior y primeros años del presente, la institución de la 
"acción popular de inconstitucionalidad, que implica la declaración 
general correspondiente (ver nota 44). 

136. Pero el desarrollo de la justicia constitucional en Colombia no 
ha terminado con dicha institución, sino que ha avanzado paulatina- 
mente, si se toma en cuenta el cuidadoso estudio del profesor Carlos 
Restrepo Piedrahita, en el cual se hace referencia a los intentos que 
se hicieron a partir de 1957 y 1959, y que se han reiterado en 1975 y 
posiblemente en 1978, para el establecimiento de una verdadera Corte 
Constitucional, diversa de la Corte Suprema de Justicia.12' 

137. Merece destacarse el esfuerzo desarrollado por el mismo profesor 
Carlos Restrepo Piedrahita, en su calidad de Senador, con la colabora- 
ción del profesor Dario Ecliandia y otros senadores para lograr e1 es- 
tablecimiento de la Corte Constitucional, acogido en forma undnime 
en la primera legislatura (1966-19&7),12s pero ya en la segunda, se mo- 
dific6 la iniciativa y se propuso, lo que finalmente se aceptó, el esta- 
Lllecimiento de una Sala Constitucional, integrada por cinco magistrados 
en el seno de Ia Suprema Corte de Justicia, con atribuciones exclusi- 
vamente dictaminadoras, y cuyas opiniones deben ser aprobadas por 
la Corte en Pleno, integrada por los veinte magistrados de las salas de 
casaci6n.126 

138. En virtud de lo dispuesto por la parte relativa del artículo 214 
de la Constitución col~mbiana, en su texto reformado en 1968, y regla- 
mentado, según se ha dicho, por el decreto número 432 de 1969, la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema, está formada por cinco ma- 
gistrados especializados en derecho público, y su función consiste en 
dictaminar las cuestiones de constitucionalidad que se planteen ante 
la misma Corte, particularmente, de la objeción de los proyectos de ley 
por parte del Gobierno, y de la acción popular de exequibilidad, otor- 

Yzn Cfr. Carlos R ~ m m  PIFD9immA, Notas sobre 10 Coile Con~titucional, cit., 
suprn nota 46. pp. 19-20. 

125 La reforma constitucional, de acuerdo con el procedimiento establecido por 
el articulo 218 de la Constitución wiambiana, debe ser aprobada por dos legislaturas 
ordinarias, en la segunda por mayorla absoluta de Iw miembros de cada Cimara, 
d r .  Javim Hnniu, H I O R ~ N ,  Panorama del derecho conrtihicional colombiano, cit. 
suprm nota 45, pp. 113 y SS. 

126 Cfr. Carlos RE SI RE^ PIEDRAHITA. Notm sobre la Col-te Conslitucionnl, cit., 
supro nota 46, pp. 20-22. Luis F. Ferrano A. La Corte Suprema de  Justicia como 
guarda de la integridad de la Constitucidn Nacional. Textos constiduciDnoles, Lry 
96 de 1936 y Decreto 432 de 1969, Bogotá, s.f. 
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gándose un plazo de treinta días a dicha Sala para formular la ponen- 
cia respectiva, la cual debe turnarse a la llamada Sala Plena de la 
Corte, para que dicida definitivamente en sesenta días."' 

139. Es indudable, como lo señala u n  sector de los constitucionalistas 
colombianos, que el establecimiento de esta Sala especializada debe con- 
siderarse como un adelanto en el desarrollo de la justicia constitncio- 
na1,'28 pero en estos momentos se plantea la disyuntiva de si es sufi- 
ciente este avance, o es preciso dar el paso definitivo sobre la creación 
de la Corte Constitucional, independiente de la Corte Suprema, 
esta última funcionando exclusivamente como tribunal de c a ~ a c i ó n . ~ ~ ~  

140. Se pueden proporcionar varios argumentos en favor de la Corte 
Constitucional, como son los relativos al recargo de las labores de la 
Corte Suprema respecto a los recursos de casación que debe resolver; a 
la dispersión que significa que varios organismos resuelvan cuestiones 
de constitucionalidad de las disposiciones legales; la necesidad de una 
especialización en derecho público para la construcción de una verda- 
dero jurisprudencia constitucional, et~.,'~O pero tenemos la convicción 
de que la cuestión fundamental radica en la naturaleza especifica o 
genkica.de la interpretación constitucional. 

141. Es, decir, en nuestro concepto y sin olvidar otros razonamientos 
que pueden reforzar la conclusión a la que pretendemos llegar, el pro- 
blema central que justifica, o por el contrario hace desaconsejable, la 
creación de una verdadera corte constitucional, se refiere al carácter 
que asume la interpretación de las disposiciones de la Carta Funda- 
mental, ya que si dicha intepretación obedece a las mismas reglas que 
se utilizan para la comprensión de los preceptos legales ordinarios, no 
resulta indispensable la creación de una jurisdicción especializada, en 
virtud de que las cuestiones de constitucionalidad podrían resolverse 
por los jueces que conocen de otras materias, como ocurre actualmente 
en Colombia. En virtud de la reflexión anterior, creemos necesario, 
examinar los aspectos relativos a la interpretaciíjn de las nomas cons- 
titucionales. 

1?7 En los t6minas de la parte final del articulo 214 de la Carta Fundamenta! 
Colombiana, cuando no se cumple con este plazo, se incurre en mala conducta, que 
será sancionada confonne a In ley. 

1 2 s  Cfr. Luis Carlos SÍCHICA, C ~ n ~ t i f u c i o n o l i ~ m ~  colombiano, cit.. supia nota 45, 
pp. 597-599. 
~ - 

Cfr. Carlos RESTREPO PLEDR*H~A. Nota8 sobre la Corte Constiturional, ~ i t . ,  
supra nota 46, pp. S -31 .  

130 Cfr. Carlos RDTREFO PITDMHITA, oP. ulf, cit.. pp. 20~22: Jaime SAN~N GREIFF~XF- 
TEIN, La defensa judicial de la Constitucidn, cit. supro nota 44, pp. 116-117. 
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VI. Los problemas de la interpretación constitucional 

142. La interpretación constitucional ha sido objeto de preocupación, 
por los juristas eur~peos ,~~ly  más recientemente también en nuestros 
paisesl32, pudiendo señalarse como significativo que fuese uno de los 
temas objeto de discusión en el Primer Congreso Nacional de Derecho 
Constitucional, efectuado en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, en el 
mes de noviembre de 1973.'33 

143. Al respecto, la primera pregunta que podemos hacernos, es la 
relativa a si las normas constitucionales se distinguen sustancialmente 
de las disposiciones secundarias, para requerir de una interpretación 
específica. 

144. a) Desde un punto de vista lógico~normatiuo, el ilustre jurista 
vienés y Hans Kelsen, recientemente desaparecido, estableció una dife- 
rencia muy clara a través de una jerarquia normativa wnocida con el 
nombre significativo de "pirámide juridica", de acuerdo con la cual, 
existe un escalonamiento de todas las disposiciones jurídicas, a partir 
de las individuales, que se encuentran en la base y se va ascendiendo 
en jerarquia y abstracción hasta llegar a la cima de ésta coronada por 
una norma hipotética fundamental que sirve de apoyo y fundamento 
de validez a todo el edificio.'s4 

145. b) En relación a su fuente, otra de las características de las 
normas constitucionales radica en que, con excepción de las que for- 
man parte del sistema calificado como "flexible",'3~ y que esta repre- 
sentado en la actualidad únicamente por los ordenamientos de Ingla- 
terra, Israel y Nueva Zelandia; todas las demás son producto de un 
órgano especial que recibe el nombre de "poder constitu~ente",'~' or- 

135 A a t e  respecto ae puede mencionar que en a0 de 1961 se efectuaron en la 
ciudad de Tréveris, de la Repiiblica Federal de Alemania, unas jornadas intemacio- 
nales sobre los m6todos de interpretaci6n mnstitucional. ch.. Franco PIEQAND~EI. 
Llinterpretorim delk norme mstituzionali in Itolia, en la obra del mismo autor 
'lcritti di diritto constituzionale", Vol. 11, Torino, 1964, p. 645. 

isa Cfr. Jorge C~apizo y Hector Fix-Zn~uoio, Algunos ~eflexiones sobm lo inter- 
petocidn conrtitueional en el ordenamiento mexicano. en el volumen colectivo: "La 
interpretaci6n constitucional", Mexico, 1975, pp. 9-10. 

153 LOS trabajos presentados en dicho Congreso fueron publicados en el volumen 
"La interpretación constitucional', citada en la nota anterior. 

184 Teoria general del Estado, trad. de Luis Legaz Lacambra, Mexim, 1951, pp. 
301-305. 

135 Cfr. La ci&ica obra de James BRYCE, Cm~tituciones  flexible^ y constituciones 
rlgidar, 2a. Ed., Madrid, 1962. 

13e Cfr. Carl S c t t ~ m ,  Teorin de lo Constitución, trad. de Francisco Ayala, Mkxico, 
1952, p. 86; Carlos S h m r z  VIAMONTE, El eodm comtit~yente, Buenos Aires, 1957, 
pp. 563 y SS. 
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ganismo extiraordinar.io de creación constitucioual que puede concebirse 
como el poder político fundamental que en un  momento dado repre- 
senta los valores esenciaies de una comunidad nacional y los cristaliza 
en un documento o conjunto de documentos, que en su aspecto externo 
configuran la Ley Fundamental o Constitución esmta.137 

146. Además del poder constituyente, se establece en la gran mayoría 
de las constituciones escritas, un  procedimiento dificultado de reforma, 
para otorgar cierta permanencia a los postulados fundamentales y al 
mismo tiempo evitar su absoluta inmutabilidad, encomendando a cier- 
tos órganos constituidos la elaboración y aprobación de estas modifi- 
caciones, sistemas que ha recibido el nombre de "constituyente per- 
manente" o "poder reformador de la Constitución".'38 

147. c) Por lo que respecta a su contenido, las normas constituciona- 
les consagran las "decisiones políticas fundamentales sobre modo y 
torma de la unidad política", según la famosa concepción de Carl 
Schmitt, que tanta fortuna ha tenido en Iberoamérica;'3* de manera 
que incorporan en sus preceptos los principios esenciales de  la organi- 
zación política, social y económica del Estado, así como los derechos 
fundamentales de los gobernadores en su dimensión individual y sm 
cial. 

148. Es cierto que respecto del contenido de las normas constitu- 
cionales, su diferencia no resulta sencilla respecto de las ordinarias, 
en la medida que existen preceptos fundamentales que por su materia 
poco se distinguen de las secundarias u ordinarias, ya que se trata de 
disposiciones a las que se ha querido revestir formaimente de la dig- 
nidad de la supremacía constitucional. Sin embargo, la tendencia de 
todo documento constitucional consiste en consagar los valores supre- 
mos de la comunidad política y de la organización de sus poderes su- 
premos, caracterizindose por lo que el tratadista argentino Segundo 
V. Linares Quintana ha denominado "fundamentabilidad'40 

149. Es importante destacar que las disposiciones fundamentales se 
dividen por la doctrina mntemporáuea, especialmente por los tratadistas 
italianos, en disposiciones de prtncipio, entre las cuales se encuentran 

I37 La objetividad escrita de la Lcy Fundamental -nos dice Hermann HELLWI- 
representa en general, un amplio e importante avance en el proceso de emannpa- 
ción relativo a las formaciones del espiritu. Teorin del Estado, trad. de Luis Tobio, 
4a. Ed., Mkico, 1961, p. 289. 

iss Cfr. Fausto E. RODRIGUEZ. @?UC es el poder reformador de la Consiitucidn? en 
"Boletin del Instituto de Derecho Comparado de Mbxico", Núm. 28, enero-abril 
de 1957, pp. 9-32. 

13s T m i n  de 10 Constituddn, cit., sufra nota 136, pp. 23 y 8s. 
140 Tratado & 10 ciencia del Derecho cas t i tuc iaa l ,  tomo 111, Buenos Aires, 

1956, pp. 412 y SS. 
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las llamadas normas prograrhúticas, y disposiciones preceptivas, estas 
ultimas con mandatos dirigidos directamente a los órganos del poder."l 
Si bien es verdad que se discute todavía si las primeras son verdaderas 
normas constitucionales de carácter inmediatamente obligatorio, o bien 
si se trata de simples principios que conforman un programa político 
para el porvenir. Lo cierto es que estas disposiciones de principio ad- 
quieren cada vez mayor importacia, pues inclusive las Leyes Supremas 
de los países socialistas que pretenden reflejar empíricamente la estruc- 
tura socio-económica de sus respectivas comunidades, consigan normas 
de carácter programitico como puede observarse a primera vista."2 

150. Podemos llegar a la conclusión de que estos tres aspectos; ea- 
tructura lógica, origen y contenido, determinan en su conjunto la 
snpremacia de la Constitución, de modo que todas las disposiciones 
que integran el ordenamiento jurídico y todos los actos que regulan, 
deben conformarse a los postulados de la ley fundamental. En tal vir- 
tud, podemos concebir a las normas constitucionales como aquellas que 
sirven de fundamento y apoyo a todo el ordenamiento jurídico del Es- 
tado, al cual otorgan unidad arm6nica a través de sus principios orien- 
tadores. 

151. Una vez aclarado que las disposiciones constitucionales se distin- 
guen desde varios puntos de vista de las normas ordinarias o secunda- 
rias, ahora debemos resolver la interrogante de si la conclusión anterior 
puede llevarnos al corolario de que los preceptos fundamentales re- 
quieren de tkcnicas peculiares de interpretación. 

152. Según el pensamiento del distinguido constitucionalista italiano 
Franco Pierandrei, la interpretación de las normas constitucionales debe 
adecuarse a la naturaleza fundamental de los motivos políticos y de 
los principios esenciales que se encuentran en la base de estos precep. 

158. Por su parte, el constitucionalista Segundo V. Linares Quintana, 
ha señalado una serie de reglas particulares, que en su concepto deben 
servir de orientacih para interpretar las disposiciones constitucionales, 
entre las cuales deben destacarse las que se refieren a que, en dicha 
interpretación, debe prevalecer el contenido teleológico o finalista; 
que debe utilizarse un criterio, amplio, liberal y práctico; que debe con- 
siderarse a la ley suprema como un conjunto armónico de disposicio- 
ries y de principios; que deben tomarse en cuenta no sólo las condiciones 

ini Cfr. especialmente, Vezio CRISAFUI~LI, LO Co~t i t~ i ione  e le ~ u e  dispsizione di 
Z>~incipio, Milano, 195.2, pp. 32 y SS., y 8s. 

143 Inte-rfiletazione delle norrne constituziomfi in Italia, cit., ru@a nota 131, pp. 
parodo, trad. de Hector Fix Zamudio, Mkxico, 1 9 5 ,  pp. 322-327. 

148 Interpretnzione delle norrne constiluiionoli in Italia, cit., siipin nota 131, pp. 
654-655. 
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y necesidades existentes en el momento de la sanción, sino tambien 
imperantes en la epoca de la aplicaci6n, etc."' 

154. Esto nos indica que la interpretación de las disposiciones cons- 
titucionales requiere por parte del intérprete y aplicador, una particu- 
lar "sensibilidad",'4J que le permita captar la esencia, penetrar en la 
entraña misma y comprender la orientación de las disposiciones funda- 
mentales, y además, conocer y tomar en cuenta las condiciones sociales, 
económicas y políticas existentes en el momento en que se pretende 
desentrañar el sentido mismo de los preceptos supremos.'4n 

155. Lo anterior nos lleva a considerar que la interpretación cons- 
titucional, si bien participa de los lineamientos generaies de toda in- 
terpretación jurídica, posee aspectos peculiares que le confieren una 
autonomía tanto doctrinal como de carácter tecnico o práctico, ya que 
en tPrminos generales, es considerablemente más dificil y complicado 
captar el pleno sentido de una norma fundamental, que comprender 
el significado de un precepto ordinario, y por tanto exige al interprete 
una preparación especializada en Derecho constitucional, terminando 
con la ilusión de los publicistas románticos del siglo XIX, que pen- 
saban que los textos constitucionales deberían ser comprensibles para 
todos los ciudadanos;"' y podemos agregar que en la actualidad, el 
significado de las disposiciones fundamentales ha llegado a ser tan com- 
plejo, que n i  siquiera pueden ser entendidas plenamente por todos los 
juristas. 

VII.  Futuro de la justicia constitucional en los ordenamientos ibe- 
roamericanos. 

156. De acuerdo con lo expuesto con anterioridad, podemos llegar 
a la deducción de que, no  obstante una serie de  retrocesos y de OKU- 

recimientos en la penosa marcha hacia la una verdadera y eficaz juris- 
diccidn constitucional en Iberoam&rica, se observa una lenta evolución, 
primero hacia la declaración general de inconstitucionalidad atribuida 
a los tribunales supremos, la que va ganando terreno sobre la tradición 

T.rota& de  lo ciencia del Derccho conrtitucional, tomo 11. Buenos Aires, 1953, 
pp. 468 y ss., vease tambien Enrique ROMWIO, La Corte Supr~rna y la interfi~etacidn 
constitucional, en "La Ley", Buenos Aires, 22 de junio de 1963. pp. 1-5. 

145 Cfr. Héctor FK-ZAMUDIO, A l g ~ n o s , ( ~ ~ p e c t o s  de lo interpretación constitucional 
en el ordenamiento mexicano, en el  volumen colectivo "Comunicaciones Mexicanas 
al VI11 Congreso Internacional de Derecho Comparado (Pescara, 1970)". Mexico, 
1971. p. 276. 

" 6  Cfr. Franco P I W U N D ~ I ,  I n f e r ~ t n z i o n e  delle nome ~ o ~ t i f u i i ~ n a l i  in Italia, 
cit., supra nota 131, p. 655. 

"7 Cfr. Karl i .oEwrNsniN,  Teoria de la Constitución, trad. de Alfredo Gallego 
.4nabitarte, Barcelona, 1965, p. 277. 
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americana de la desaplicación de las disposiciones legales inconstitucio- 
nales en cada caso concreto, y finalmente, ya se avisora la posibilidad, 
así sea limitada, de la creación de tribunales constitucionales en sentido 
estricto. 

157. Estamos concientes que la justicia constitucional requiere una 
serie de condiciones que deben cumplirse en la organización política, 
social y económica de las comunidades iberoamericanas, sin las cuales, 
al menos en sus aspectos mínimos, no es posible, ya no digamos el 
control constitucional de los actos de autoridad, pero tampoco la efi- 
cacia de la jurisdicción ordinaria, ya que los regimenes militares y 
autoritarios, lo primero que hacen al tomar el poder, es mediatizar el 
regimen constitucional con las llamadas "Actas lustitucionales, Revo- 
lucionarias, de Regeneración o Salvación Nacional", etcétera, para sus- 
traer la resolución de numerosas controversias, especialmente las rela- 
cionadas con los derechos humanos y políticos, de los gobernados en sus 
aspectos individuales y sociales, para conferirlos a los tribunales milita- 
res, cuya competencia queda desorbitada de manera evidente.'48 

158. Sin embargo, tenemos confianza en que puedan vencerse las 
angustiosas circunstancias políticas y sociales actualmente existentes en 
numerosos países latinoamericanos, como se están superando en un pe- 
riodo relativamente reducido, los regimenes autoritarios que por tanto 
tiempo sufrieron los pueblos de España y Portugal, que en la actualidad, 
se encuentran en camino de la verdadera democracia, uno de cuyos 
elementos más preciosos, es precisamente el funcionamiento de una jus- 
ticia constitucional efectiva.14g Con la mirada puesta en ese futuro que 
esperamos pueda ser relativamente próximo en los pueblos sometidos 
a la dictadura, y pensando también en el porvenir próximo de los paises 
de Iberoamerica que todavía conservan regímenes democráticos, - c o n  
la relatividad de este concepto tal vilipendiado, que debe considerarse 
un ideal en el cual s61o se pueden obtener aproximaciones- o están 
luchando por alcanzarlos; podemos destacar algunas consideraciones 
que no son simplemente especulativas, sino que se apoyan en la expe- 
riencia, muchas veces dolorosa, de la evolución político-constitucional 
de los ordenamientos de Iberoamérica. 

159. En primer termino, tenemos la pretensión de haber demostrado 

14s Cfr. Hector Fnr-Z~~uorn,  La proteccidn procesal de los derechos humanos en 
América Latina y lar situaciones de emergencia, en "El Foro", M b x i q  abril-junio de 
1973, pp. 39-42; Norberto Eduardo S ~ L A N S K Y  y Jorge Reinaldo VANOsSr, Sancimes 
militares y garnntiaa constüucimales, sobretiro de la "Revista Federaci6n Argentina 
de Colegios de Abogados", Buenos Aires. febrero de 1971. 

148 Mauro C A P P E U ~ ,  estima que: "la justicia constitucional es la vida. la 
realidad y el porvenir de las Cartas Constitucionales de nuestra epoca", en El con- 
tl-o1 judicial de la constitucionnli&d & los leyes en el Derecho comparado, cit., supra 
nota 8, pp. 74-75. 
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las ventajas de la declaración general de inconstitucionalidad sobre el 
predominio, todavía existente, de la deiaplicaciún, en cada caso con- 
creto y para las partes, de las disposiciones legales respectivas. Los argu- 
mentos que se han expuesto sobre una ficticia posibilidad de supremacía 
del organismo judicial respecto de los otros órganos del poder, particu- 
larmente en relación con el legislativo, que rcfleja el temor respecto 
de un "gobierno de los jueces", o peor aún, de una dictadura judicial, 
se han demostrado infundados en los países que han establecido tal 
declaración, entre los cuales se encuentran varios latinoamericanos, pero 
que son todavia más evidentes en los ordenamientos en que han esta- 
blecido jurisdicciones constitucionales especializadas, como ocurre con 
varios ordenamientos europeos, según el modelo austríaco. 

160. Por el contrario tomando en cuenta la disminución constante 
de facultades de los órganos legislativos contemporáneos, inclusive en 
aquellos paises considerados como tradicionalmente parlamentarios, el 
control judicial de la constitucionalidad de los actos de autoridad ha snr- 
gido en la actualidad como el contrapeso más eficaz de un ejecutivo 
poderoso debido a los requerimientos de las dinámicas y a veces vertigi- 
nosas transformaciones sociales, las cuales sólo pueden ser satisfechas 
a través de una intervención creciente de la administración en las rela- 
ciones jurídicas, sociales, económicas, culturales y políticas de una socie- 
dad en transformación, '50 y que se traduce también en las progresivas 
atribuciones legislativas, directas e indirectas de la administración, a 
través de facultades de emergencia, decretos-leyes, leyes cuadros, regla- 
mentos, decretos generales, etcétera, atribuidas a un organismo ejecutivo 
cuya denominación ya resulta anacrónica en la actualidad. 

161. Ya se ha expresado y ahora reiteramos, que ese fenómeno prác- 
ticamente universal, del acrecentamiento de las facultades legislativas 
del organismo ejecutivo, inclusive en los países socialistas, en los cuales 
teóricamente existe un predominio absoluto del organismo parlamen- 
tario de acuerdo con los principios del gobierno de asamblea,l51 se debe 
esencialmente al carácter cada vez más técnico de la legislación contem- 
poránea, que sólo puede ser elaborada directamente o en forma indirecta 
por el organismo ejecutivo, que cuenta con los elementos tkcnicos para 
su preparación, por lo que a los cuerpos parlamentarios les toca la 
función de aprobar dicha legislación, en el mejor de los casos, y por 
ello es que únicamente los tribunales están dotados de la preparación 
suficiente para poder revisar esa legislación, por otra parte cada vez 

160 Cfr. Wolfgang FRIEDMANN, El Derecho en una sociedad en tianrforrnacidrz, 
trad. de Florentino M. Torne*, Mkxico, 1966, esp. pp. 54-64. 

151 Cfr. Karl LOLM.LNS~'EIN, Constituciones y Derecho mnstitucionol en Oriente y 
Occidente. m "Revista de Estudios Politicos", Madrid, mam-abril de 1969, pp. 
34-48. 
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más abundante, y confrontarla con las normas y los principios de la 
Constitución. 

162. b t a  función equilibradora de la justicia constitucional frente a 
los poderes vigorosos e inevitables de una administración cada vez más 
poderosa,'*Z particularmente en lo que se refiere a su intervención en 
la elaboración directa o iudirecca de las disposiciones legislativas, sólo 
puede ser eficaz a través de declaraciones de tipo general, que en forma 
breve y rápida determinen la conformidad de dicha legislación con los 
preceptos y principios constitucionales, con mayor razón cuando estos 
son de carácter programático, ya que la seguridad jurídica y en parti- 
cular el principio fundamental de la igualdad de los gobernados ante 
la ley, ya no permiten que se actúe por los tribunales en cada caso con- 
creto, procedimiento por conducto del cual, como lo señalaba Tocquevi- 
Ile, la ley no se siente herida más que por casualidad y sólo poco a 
poco, y bajo los golpes repetidos de la jurisprudencia llega a sucumbir 
al fin.'" Esto ni siquiera es cierto en el modelo estadunidense, pues ya 
liemos dicho que debido al principio del stare decisis y al prestigio 
moral de la Corte Suprema Federal, de hecho una sentencia de esta 
última tiene efectos generales y una repercusión política y social consi- 
derables, que se aparta mucho del papel callado y oscuro que el mismo 
Tocqueville consideraba como uno de los meritos del sistema de control 
judicial de los Estados Unidos, y que posiblemente lo fue en los comien- 
zos del mismo. 

163. Pero además de la declaración general de inconstitucionalidad 
que se está imponiendo paulatinamente, y que tiene que vencer todavía 
los arraigados conceptos de la desaplicación para cada caso concreto, 
como sucede en México con la llamada "fórmula Otero", la que se ha 
convertido en un verdadero dogma, justificable históricamente, pero 
vacío de contenido en la actualidad:'" el paso posterior que pueden 
dar los ordenamientos que ya han conquistado esa declaración general, 
es el establecimiento de una jurisdicción constitucional especializada, 
que debemos considerar como la verdadera culmiuación del desarrollo 
de la justicia constitucional en Iberoam6rica. 

164. Ya hemos señalado en el número anterior de este trabajo, que 
el argumento esencial que apoya la necesidad de una verdadera juris- 
dicción especializada en nuestros paises, descansa en el carácter peculiar 
de la interpretación constitucioual, que exige el establecimiento de tri- 

152 Sobre el crecimiento cada vez más patente de la administraci6n moderna y 
la afectaci6n de los derechos fundamentales de los administrados, cfr. Jesús GON- 
ZLLU P ~ w ,  Administracidn Pllblica y libertad, México, 1971, pp. 21 y ss. 

153 Lo Dcmonacio en Arndrica, cit., n ipa nora 1. capftulo V, p. 94. 
154 Cfr. los interesantes conceptos de Antonio CiuiReto hanes, Reflexiones del 

Sesquicrntniario, Mhico, 1975, pp. 87-105. 
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biinales y cortes constitucionales integrados por especialistas de Derecho 
público, conocedores de los principios y de las tecnicas de dicha inter- 
pretación constitucional, como una etapa inevitable en la evolución 
actual, que ha desembocado en la creaci6n de jueces especializados en 
numerosos sectores jurídicos, que se han ido desprendiendo de las juris- 
dicciones clásicas civil y penal, como ha ocurrido con los tribunales 
administrativos, del trabajo, familiares, agrarios, sociales, etcétera, crea- 
dos precisaniente por las exigencias ineludibles de los conocimientos 
especializados de sus integrantes.'js 

165. En contra de la idea de que cualquier juez, y particularmente, 
todo magistrado integrante de iias Cortes o Tribunales Supremos, puede 
comprender y decidir sobre la conformidad de las leyes ordinarias con 
los preceptos y principios de la Constitución, con mayor razón si son 
de carácter programático, podemos señalar la significativa experiencia 
de Italia. 

166. El artículo VI1 transitorio de la Constitución de la República 
Italiana, en vigor desde el primero de enero de 1948, estabieció que en 
tanto no entrara en funciones la Corte Constitucional -lo que ocurrió 
hasta 1956- la decisión de las controversias relativas a la constitucio- 
iialidad de la ley deberían efectuarse de acuerdo con las normas preexis- 
tentes, es decir, según el sistema de desaplicación en cada caso concreto 
de las disposiciones legales que se estimaran incontitucionales; durante 
el periodo que va de i948 a 1956, los jueces italianos utilizaron el sis- 
tema americano, y a traves de los medios de impugnación, correspondió 
la decisión final a la Corte de Casación, como órgano supremo de la 
jurisdicción ordinaria; y con posterioridad al inicio de las actividades 
de la Corte Constitucional, en virtud de la ausencia de un  instrumento 
procesal específico para la tutela de los derechos fundamentales de los 
gobernados, consagrados constitucionalmente, la protección de tales 
derechos ha correspondido con diverso enfoque tanto a la citada Corte 
de Casación como a la Corte Constitucional, esta última, al resolver 
sobre la conformidad de las leyes ordinarias en relación con los pre- 
ceptos de la Constitución de 1948 que consagran derechos de la persona 
l ~ u m a n a . ' ~ ~  

167. La situación anterior produjo la consecuencia de que, ambos 
tribunales se pronunciaran sobre problemas similares, relativos a las 

1.5 Sobre la necesidad de una mayor preparacibn especializada de los juzgadores, 
vease nuestra ponencia al Congreso Intemacianal de Derecho Procesal Civil, efec- 
tuado en la ciudad de Gante, Bélgica. durante loa días 27 de agosto a 4 de septiem- 
bre de 1977, con el titulo Prepnrmibn, se l rcc iá  y nombramiento de los jueces, en 
el volumen colectivo "Towards a Justice with a Human Face", Antiverpen Deven- 
ter. Bélgica-Holanda, 1978. pp. 407-458. 

IiiGCfr. Mauro C A P P F U ~ .  Lo jvcticia constitucional en Italia, cit., rupa 
nota 21, pp. 43-44. 
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cuestiones de inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas, pero 
en ciertos casos con criterio diverso, lo que inclusive ha provocado 
ciertos razonamientos, tomando en cuenta de que la Corte de Casación 
está integrada por juristas formados para resolver cuestiones estrictas 
de legalidad, en tanto que loi miembros de la Corte Constitucional son 
en su mayor parte especialistas de derecho público, por lo que el resul- 
tado ha sido que los primeros han desarrollado una orientaci6n conser- 
vadora, en tanto que los segundos han demostrado mayor compresión 
para los cambios introducidos por las disposiciones programáticas de 
la nueva Constitu~i6n.'~~ 

1'68. También en esta direcci6n resuita útil constatar que tanto en 
Italia como en la República Federal de Alemania, los magistrados 
de las respectivas Cortes Constitucionales son nombrados en forma di- 
versa que la que se corresponde a los restantes miembros de la judi- 
catura, si se toma en consideración, que los quince jueces que integran 
la Corte Constitucional Italiana son designados por terceras partes, 
por el presidente de la República, por el Parlamento en sesión conjunta 
y por las supremas magistraduras ordinarias y administrativas: debien- 
do recam la elección, en los terminos del articulo 135 mnstitucio. 
nal, entre los magistrados, incluso los jubilados, de las jurisdicciones 
superiores ordinaria y administrativa; los profesores titulares de Universi- 
dades en materias jurídicas, y los abqados con veinte años de ejerci- 
cio.'Sa Por lo que respecta a los jueces del Tribunal Constitucional 
Federal Alemán, éstos son designados por mitad por la Cámara Fede- 
ral (Bundestag) y por el Consejo Federal (Bundesrat) en los términos 
del articulo 94 constitucional, y además según el artículo SI de la Ley 
Reglamentaria, los aspirantes a este c a r p  deben poseer capacidad para 
ser jueces o haber obtenido, mediante las pruebas oficiales pertinentes, 
su aptitud para los cargos administrativos superiores, y además distin- 
guirse por sus especiales conocimientos en derecho público y tener ex- 
periencia en la vida pública.'69 

169. Tenemos la convicción que de todos los paises iberoamericanos 
que hemos examinado, son los ordenamientos de Colombia, España y 
Portugal, los que pueden dar este paso decisivo de la creación de Tri- 
bunales Constitucionales en un futuro más o menos pr6xim0, especial- 
mente el primero, por la situación en que actualmente se encuentra y 
que puede ser propicia para lograrlo de manera firme y permanente. 

167 Cfr. John Henry MERRYMAN y Vicenzo VIWRni, When Courtr Colide: Cons- 
titution ond Cnrsotia in Ztaly en "The American Journal of Compaative Law", 
1966-1967, pp. 665-686. 

15% Cfr. Aldo M. Suuoumr. L'indepndenia della Corte Costituzionole en "Ri- 
vista di diritto procmuale", Padova.. enero- mano de 1966. pp. 37-51. 

15s Cfr. Hkctor Fm-ZAMuDIo, Veinticinco años de evolucidn de la justicia consti- 
tucional, cit., supra nota 16, p. 80. 
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170. Ya hemos examinado anteriormente el ordenamiento colombiano, 
en el cual existe una tradición respecto de la declaración general de 
inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas por la Corte Su- 
prema y, además a partir dc 1968 se estableció una Sala Constitucional 
para dictaminar sobre las cuestiones de inconstitucionalidad tanto de los 
proyectos como de las leyes y decretos con fuerza de ley, tornsndo en 
cuenta que se han formulado iniciativas en el Congreso y existe una 
corriente doctrinal favorable a la creación de una verdadera Corte 
Constitucional. 

171. En esas condiciones resulta bastante factible que pueda tener 
kxito el proyecto de reforma judicial que ha sido elaborado por la 
llamada "Comisión Echandía", y que al parecer será presentada por 
el Gobierno a la consideración de la Asamblea Constitucional en el 
año de 1978, cuando deberá reunirse, según el proyecto que se discute 
en el Senado, que entre sus proposiciones más importantes, se encuentra 
la de la creación de una Corte Constitucional, a la cual se le confia- 
ría la guarda de la integridad de la Constitución, que actualmente se 
atribuye a la Corte Suprema en los términos del artículo 214 Constitu- 
cional en vigor;'60 de lo cual, se desprende que la propia Corte Suprema 
se transformará en Corte de Casación, que ha sido su actividad esencial, 
por otra parte de gran trascendencia; pero con cierto olvido, desde 
luego no intencionado, de la justicia constitucional, según lo ha señalado 
un sector de la doctrina ~olombiana.'~' 

172. Un aspecto significativo del citado proyecto por lo que se refie- 
re a los requisitos que deben cumplir ,los magistrados de la propuesta 
Corte Constitucional, consiste en que, además de los que actualmente se 
señalan para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, se exige 
la calidad de especialista en derecho constitucional. Por otra parte, la 
competencia de la futura Corte Constitucional seria muy similar a la  que 
corresponde actualmente a la Corte Suprema de Justicia en cuanto al 
control de la constitucionalidad de los proyectos y de las leyes, así como 
los decretos con fuerza de 1ey.16z 

173. En cuanto a España, que habiendo salido muy recientemente 

180 Apartándae del sistema normal de revisión constitucional, el Presidente de 
la República. Dr. Alfonso López Michelsen ha propuesto el establecimiento de una 
Asamblea Constitucional que se ocupe en f a m a  exclusiva de las reformas mnsti- 
tucionala sobre materia regional y municipa1.y respecto de la organización judi- 
cial, comprendiendo esta iIltima la posibilidad de la creación de la Corte Constitu- 
cional, cfr. Jesús PÉEZ GOSZÁLZZ-RUBIO, i P ~  qué fa Asornblea Consfitucionol? Bo- 
gotá, 1977. 

181 Ch.. Carlos R~smmw PIEDRAHITA, Notas sobre la Corte C ~ t ü t i t l ~ ~ i ~ ~ ! ,  cit., 
suprn w t a  46, pp. 24-25. 

162 Sobre la competencia de la futura Corte Constitucional puede mnsultarse 
el  llamado proyecto "Echandia", edición mimeografiada. p. 3. 
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de1 largo periodo de la dictadura franquista y que se encamina en forma 
paulatina hacia un rkgimen democrático, tambien podemos augurar la 
posibilidad de la introducción de un Tribunal o Corte Constitucional, 
si tomamos en cuenta la experiencia, así fuera muy limitada debido a 
circunstancias políticas, del Tribunal de Garantías Constitucionales crea- 
do por la Constituci6n republicana de 1931, con la posibiiidad actual de 
perfeccionar el sistema con los adelantos que significan la extraordinaria 
labor de las Cortes Constitucionales de Italia y de Austria y el Tri- 
bunal Federal Constitucional de la República Federal de Alemania. 

174. En esta direccibn, todavía durante el regimen franquista, se 
efectuó una encuesta en los años 1970 y 1971 por el Ilustre Colegio 
de Abogados de Madrid, entre distinguidos juristas españoles, y la 
mayoría estimó necesario restablecer una verdadera jurisdicción cons- 
titucional, cuando las circunstancias políticas lo admitieran, y creemos 
que estas condiciones ya se están configurando, de manera que considera- 
mos factible la creación de ese Tribunal Constitucional, con indepen- 
dencia del nombre que se le otorgue: y al respecto debe estimarse muy 
certera la observación formulada con motivo de esa encuesta por el 
distinguido procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo, además, 
un profundo conocedor del anterior Tribunal de Garantías Constitu- 
cionales, sobre el cual elaboró un estudio que debe considerarse clá- 
sico,'83 en el sentido, que de restablecerse el llamado "recurso", en 
realidad proceso, de inconstitucionalidad, el mismo debería proceder: 
"contra leyes material o formalmente inconstitucionales y, en principio, 
al tenor del más lógico sistema austríaco, o de anulación, y no del 
norteamericano, o de inaplicacidn, aunque este ofrezca la ventaja, mien- 
tras no se logre el clima adecuado para funcionar sin rozaduras, de evitar 
la tajante desautorización de un Parlamento celoso de sus prerrogativas 
por un Tribunal igualmente imbuido de las suyas".'B4 

175. En cuanto al ordenamiento portuguks que examinamos tambien 
con anterioridad, y que se encuentra en una situación en cierto modo 
más venlajoso que el español, porque ya cuenta con una Constitución 
de caricter democrático, hemos señalado que dicha Carta Fundamental 
estableci6 un sistema de justicia constitucioual un tanto peculiar, que 
posiblemente será transitoria, en cuanto que el llamado Consejo de la 
Revolucibn decide definitivamente sobre las cuestiones de inconstitu- 
cionalidad, con efectos generales; pero por su composición (ver nota 72), 
no lo estimamos adecuado para manejar los delicados mecanismos de la 

163 Cfr. Significado y funciones del T r i b u ~ l  de Gorantias Constitucionales, cit., 
supra nota 26. 

164 Encuesta sobrc justicia comtifucional, primero aparecido en el "Bolefin del 
Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, Madrid, 1971, p. 172 y posteriormente, 
con el mismo titulo, en la obra del propio autor, "Estudios Procesales", Madrid, 
195 .  p. 579. 
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interpretación constitucional, ya que la mayoría de sus integrantes deben 
ser miembros de las fuerzas armadas, y los militares, por muy bien 
intencionados y progresistas que se les considere, carecen de la prepara- 
ción suficiente para manejar los delicados mecanismos de la interpreta- 
ción constitiicional. 

176. En tal virtud, nos explicamos la existencia de un organismo 
político de esta naturaleza dotado de funciones de justicia constitucional 
en una @oca de transición de una dictadura tan prolongada como la 
salazarista, y la implantación de un régimen democrático que requiere 
de una enkrgica vigilancia para su conservación; pero tenemos la con- 
vicción que superadas las dificultades actuales, el lugar de este cuerpo 
será ocupado por el organismo consultivo denominado Consejo Consti- 
tucional, cuya integración, podría perfeccionarse suprimiendo la ilusión 
de que "ciudadanos de reconocidos méritos" (ver nota 73), a no ser 
que estos sean también juristas, puedan desarrollar funciones tbcnicas, y 
de tanta complejidad, como lo son las relativas a la justicia constitu- 
cional; reforzando su carácter técnico con un mayor número de especia- 
listas de  derecho público que lo  capaciten para transformarse en una 
verdadera Corte Constitucional, pues seguramente ya en la actualidad, 
las decisiones sobre la declaracibn de  inconstitucionalidad, tienen que 
apoyarse en los dictámenes y en las limitadas decisiones del propio 
Consejo. El paso adelante resultará relativamente sencillo. 

177. Para finalizar este superficial estudio, debemos reiterar la obser- 
vación de que un  sistema de jurisdicción constitucional, requiere de un 
buen número de especialistas en derecho pubi~ico y en particular cons- 
titucional, los que no abundan en nuestros paí~es,'~s pues si bien Ibero- 
américa cuenta con distinguidos profesores y tratadistas sobre este sector 
jurídico, es preciso incrementar el número de  los jóvenes que cultiven 
estas disciplinas, ya que sería difícil integrar los órganos de justicia 
constitucional exclusivamente con profesores universitarios, aun cuando 
su concurso es inapreciable, como lo demuestran l w  tribunales consti- 
tucionales de Italia, "iustria y la República Federal de Alemania, pero 
se requieren, además, magistrados y funcionarios públicos que aporten 
su experiencia a estas complejas funciones. 

178. En tal virtud, nos atrevemos a recomendar se reforzara la eii- 
señaliza del Derecho constitucional en las Escuelas y Facultades de Dere- 
cho de nuestros paises, en los campos relativos a la Teoría de la Consti- 
tución, dentro de la cual deberiin estudiarse los instrumentos de 
interpretación  constitucional,'"^ también con un curso de Derecho 

ice Sobre la neceidad de una enseñanza más profunda de los problemas canr- 
titucionales, cfr. Jorge CARPm y Hector Fix-ZAMUDIO, Algunm reflexioner sobre la 
i r ~ t e r p ~ e t ~ ~ i h  cansrituriorinl, cit., supla nota 132, pp. 36-38. 

166 Cfr. Jorge C A R I ~ O  y Héctor Fix-ZAMLV~,  op. ult, cit., pp. 38-41. 
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Constitucional Comparado, para otorgar a los alumnos una compren- 
sión más amplia de los diversos regímenes constitucionales y Ia posibi- 
lidad de apreciar con mayor profundidad el propio, en particular en 
esta época de intensa compenetración de los diversos sistemas juridicos;'e' 
y además resulta indispensable estrechar los lazos de comunicación entre 
los constitucionalistas de Iberoamérica, para intercambiar conocimientos 
y experiencias, que serán invaluables para estar en posibilidad de cola- 
borar en el desarrollo de la justicia constitucional de nuestros paises, y 
para lo cual la labor del Instituto Iberoamericano de Derecho Consti- 
tucional puede resultar sumamente útil. 

VIII. Conclusiones 

179. De lo expuesto con tanta superficialidad en el cuerpo de este 
trabajo, podemos proponer las siguientes conclusiones: 

180. Primera. En la actualidad predomina en los ordenamientos ibe- 
roamericanos el sistema "americano" de justicia constitucional, que se 
caracteriza por la desaplicación de Ias disposiciones legales consideradas 
inconstitucionales en un proceso concreto, aun cuando se observa la 
tendencia hacia la incorporación de algunos instrumentos del llamado 
sistema "austriaco", entre ellos la declaración general de inconstitucio- 
nalidad. 

181. Segunda. Si bien el sistema de la desaplicación fue importante 
en un momento histórico de la ewlución político-constitucional de nues- 
tros países, debe implantarse, así sea paulatinamente, la dedaración gene- 
ral de inconstitucionalidad que ya +te en algunos ordenamientos de 
Iberoamt!rica, señaladamente en Colombia y b e z u e l a ,  así como en Pa- 
namá, El Salvador, Costa Rica, Guatemala, algunas provincias argen- 
tinas, y en cierto modo, en Portugal según su reciente Constitución 
de 1976. 

182. Tercera. No obstante los argumentos que se han esgrimido en 
no, su decisión resulta tan rezagada que pierde toda su eficacia, y por 
contra y que parecen convincentes, existen razonamientos más profun- 
dos que favorecen a la declaración general, tanto por razones prkti- 
cas, como son la necesidad de resolver en forma relativamente rápida 
las cuestiones de inconstitucionalidad, las que, con al sistema de des- 
aplicación y tomando en cuenta de la masificaci6n del proceso moder- 
otra parte, debe tomarse en cuenta el principio esencial de la igualdad 

167 Cfr. Paolo B ~ m m r  DI RUFFIA, Intlod~1ca.6n 01 Delccho constitucional 
conipnrado, cit., su@ nota 142, pp. 13-19; Hector FK-ZAMUD~, Lo importancia 
del Derecho compamdo en la ensefianza juridica, ponencia general publicada en 
el volumen "Comunicaciones mexicanas al IX Congreso Internacional de Derecho 
Comparado (Teherán, 1974)", Mexico, 1977, pp. 171-174. 
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de los gobernados ante la ley, que resulta notoriamente infringido 
cuando sólo aquellos que cuentan con medios econbmicos, técnicos y 
y culturales suficientes, pueden obtener una sentencia que los proteja, 
en tanto que un sector, generalmente más amplio y m e n a  favorecido, 
debe cumplir los mismos preceptos que han sido estimados contrarios 
a la Ley Suprema. 

183. Cuarta. Además de la declaración general de inconstituciona- 
lidad, el paso siguiente para lograr el desarrollo de la justicia consti- 
tucional en los países iberoamericaiios, radica en la creación de ver- 
daderos tribunales constitucionales, que ademiis de concentrar las cues- 
tiones de constitucionalidad, puedan aplicar en forma adecuada los 
delicados y complejos instrumentos de interpretación constitucional, la 
la cual si bien participa de los elementos de toda interpretación juri- 
dica, posee caracteres peculiares, derivados de los contenidos específi- 
cos de las disposiciones fundamentales, las cuales requiren para su 
oomprensión, de una particular sensibilidad sobre los valores supremos 
consagrados en la Constitución, con mayor razón cuando se incorporan 
en las llamadas normas programáticas. 

184. Quinta.  La introducción de una jurisdicción constitucional es- 
pecializada requiere del cumplimiento previo de ciertas condiciones de 
carácter político, económico, social y cultural, que por su ausencia o 
limitación han determinado la supresión o bien la escasa eficacia prác- 
tica de los tribunales constitucionales establecidos en nuestros países, 
pero estimamos que esas condiciones se han cumplido, al menos en 
el mínimo necesario, en los ordenamientos de Colombia, España y 
Portugal, y es posible que también este paso pueda darse en otros 
ordenamientos en los que se practica efectivamente la declaración ge- 
neral como Venezuela y Costa Rica, y por ello resulta factible la in. 
troducción de organismos especializados de justicia constitucional en 
esos países, particularmente en el primero, en virtud de la evolución 
paulatina de sus instituciones de justicia constitucional, que van de 
la introducción y práctica de la declaración genmal de inconstitucio. 
nalidad desde fines del siglo pasado y la primera decada del presente, 
hasta la creación de una Sala Constitucional en la Suprema Corte en 
las reformas constitucionales de 1968, y finalmente, la elaboración de 
un  proyecto viable que será discutido próximamente en la Asamblea 
Cionstitucional, que posiblemente llevará a la culminación de este des. 
arrollo, con la creación de una berdadera Corte Constitucional inde- 
pendiente de la Corte Suprema. 

185. Sexta. Para el eficaz funcionamiento de los tribunales constitu- 
cionales se requiere que sean integrados en su mayor parte con espe- 
cialistas en derecho público, debido a la necesidad de que puedan do- 
minar las técnicas de interpretación de las disposiciones fundamenta. 
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les y entre ellos deben incluirse profesores universitarios, como ha 
ocurrido con las Cortes Constitucionales de Italia y Austria, así como 
con el Tribunal Federal Constitucional de la República Federal de 
Alemania. 

186. Séptima. La conclusión anterior nos conduce a la necesidad de 
preparar un  mayor número de juristas iberoamericanos en el conoci- 
miento profundo del Derecho constitucional para lo cual es necesario, 
ademis de los cursos normales de derecho constitucional positivo, im- 
plantar donde no existan, cátedras de Teoría de lo Constitución y de 
Derecho Constitucional Comparado, en las Escuelas y Facultades de 
Derecho de Iberoamérica, y ademis incrementar el intercambio de las 
experiencias de los constitucionalistas de nuestros países, para lo cual 
puede resultar sumamente útil la labor que ha iniciado en este sentido 
el Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional. 
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